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Por: LUZ ADRIANA GALLEGO BRITTO2
JUAN CARLOS HINCAPIÉ MEJÍA3
RESUMEN
En este documento trabajamos la realidad de la actividad aseguradora y del 
contrato de seguro  en Colombia,  el  cual  ha tenido  ciertas modificaciones 
dada la aparición de la Ley 1328 de 2009, de vital importancia, ya que la  
misma interviene evidentemente en la economía del país.
El trabajo se sostiene partiendo de la hipótesis que la exclusión del daño 
moral  en  el  contrato  de  seguro  de  responsabilidad  civil  extracontractual 
constituye  un  abuso  de  la  posición  dominante  de  las  aseguradoras,  que 
exponemos y analizamos según los datos recolectados y de la cual podemos 
concluir que los contratos de seguros no son absolutamente consensuales, 
que al ser el contrato de seguros un contrato de adhesión debe ser vigilado 
por la Superintendencia Financiera y que por lo tanto el Estado debe estar 
más al pendiente de su desarrollo y evolución para evitar una violación de los 
derechos del consumidor financiero y del abuso de la posición dominante 
anteriormente mencionada.
Este  trabajo  aporta  una nueva perspectiva  frente  al  tema y  una posición 
fuerte sobre lo que consideramos debe hacer la Superintendencia Financiera 
en cuanto a las aseguradoras, quienes deberían satisfacer a los clientes y 
consumidores financieros brindado la información pertinente y estableciendo 
el resarcimiento del daño moral.
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ABSTRAC
In this paper we work the reality of the insurance and the insurance contract 
in Colombia, which has had some modifications due to the emergence of Act 
1328  of 2009,  of vital importance, since  it obviously intervenes in  the 
economy.
The work is based on the assumption that the exclusion of moral hazard in 
the insurance  contract tort constitutes  an  abuse of  dominant  position of 
insurers, according to present and analyze the data collected and from which 
we conclude  that insurance  contracts are  not  absolutely consensual,  that 
when the insurance contract a contract of adhesion should be monitored by 
the Financial Supervisory Authority and therefore the state should be more 
aware of their development and evolution to avoid a violation of the rights 
financial  consumer and  abuse of  dominant  position above.
This  work  provides a  new  perspective towards  the  subject and a  strong 
position on  what  we should  do as the  Financial  Supervisory  Authority to 
insurers, who should satisfy customers and consumers relevant information 
provided financial and setting the compensation for moral damages.
Key words
Exclusion, Compensation, material damage, insurance contract.
INTRODUCCIÓN
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Nos damos cuenta cómo la dinámica de la sociedad ha presentado fuertes 
impactos que repercuten de manera significativa en la normatividad jurídica y 
su evolución, estableciendo obligaciones especiales tanto para las entidades 
vigiladas  como  para  los  consumidores.  Por  lo  tanto,  partiendo  de  la 
importancia  que  nos  merece  la  protección  del  consumidor  financiero  en 
Colombia, vemos surgir la necesidad de establecer los principios y reglas 
que  los  amparan.  Es  así  como  se  desarrolla  este  trabajo,  con  una 
metodología  clara,  encaminada  hacia  la  necesidad  de  concretar 
conceptualmente los derechos que tiene el asegurado del contrato de seguro 
de responsabilidad civil, y en particular de las víctimas del daño, que como 
se sabe tiene acción directa contra el asegurador al tenor del artículo 1133 
del  Código  de  Comercio,  y  a  la  vez  de  involucrarnos  en  un  tema  de 
actualidad que replantea el tratamiento del derecho de seguro mencionado, 
presentando  así  una  interpretación,  a  nuestro  juicio,  correcta,  sobre  el 
equilibrio contractual con base en las relaciones en la fase precontractual,  
que contribuya a crear valor agregado en el  conocimiento de dicho tema, 
especialmente en cuanto a las normas encaminadas a su protección, a fin de 
lograr  evitar  cláusulas  que  supongan  abuso  de  la  posición  dominante  y 
abusos contractuales, y de establecer si es absolutamente consensual y de 
adhesión el contrato de seguros, al igual que determinar la prevalencia entre 
la libertad contractual y la protección del consumidor. 
Ahora  bien,  este  trabajo  es  importante  ya  que  presenta  innovaciones  en 
conceptos torales del contrato de seguro, y especialmente deshaciendo el 
criterio según el cual es de carácter consensual, dado que por la dimensión 
social  de los contratos, tanto en su celebración como en su ejecución, la 
procura de los beneficios económicos deba en todo caso ser compatible con 
los beneficios sociales esperados, en términos de creación de empleo, de 
satisfacción de necesidades humanas, mejora de las condiciones de vida y 
protección de los recursos naturales. El órgano de cierre de la jurisdicción 
constitucional ha señalado que la actividad aseguradora se ha considerado 
por el Constituyente, junto con la financiera y bursátil, como una actividad de 
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interés  público,  cuyo  ejercicio  debe  contar  con  la  autorización  previa  del 
Estado y la intervención del Gobierno, en el marco de los objetivos y criterios 
trazados por el Legislador (Const. Pol., arts. 333, 189 nums. 24 y 25, 150, 
num. 19, lit. d). Dicho carácter es el que determina que la intervención sobre 
la actividad aseguradora y sobre los contratos de seguros sea más intensa 
que la que de ordinario opera sobre los negocios entre particulares, por lo 
tanto en una actividad tan estratégica para la economía como la aseguradora 
es, por decir lo menos, desproporcionado que el contrato de seguro sea en 
estricto sentido un  res inter alios,  donde el Estado para nada interviene y 
donde  las  partes  gozan  de autonomía  absoluta  para  la  configuración  del 
negocio jurídico.
Ese carácter social del contrato de seguro hace necesaria una protección del 
consumidor financiero, con mayor razón quizá que al consumidor comercial o 
general,  dado justamente el  carácter de negocio en masa de la actividad 
aseguradora y de los bienes jurídicos que están en juego, así como por las 
cláusulas predispuestas de ese tipo de contratos, lo que resalta las bondades 
del trabajo en la medida en que escruta una postura nueva en el análisis de 
la fase precontractual del contrato de seguro, que siempre ha sido mirada por 
la jurisprudencia y la doctrina desde el punto de vista de la protección del  
asegurador, y casi nunca desde la perspectiva del asegurado, lo que implica 
cambios  de  enfoque  que  estremecen  las  estructuras  conceptuales  del 
contrato de seguro, se insiste, en la fase precontractual, donde el deber de 
información  del  asegurador  se  exacerba  justamente  por  el  carácter 
profesional de su actividad y por el conocimiento del ramo, que exigen una 
actitud proactiva, a efectos de poner de presente al tomador los daños que 
deben  resarcirse  en  los  casos  de  responsabilidad  civil  extracontractual, 
específicamente el perjuicio moral. 
1. PROBLEMA DE LA INVESTIGACIÓN 
La  carencia  de  herramientas  legales  para  determinar  la  validez  de  la 
exclusión de la indemnización del daño moral en el contrato de seguros de 
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responsabilidad  civil  extracontractual  y  la  protección  del  consumidor 
financiero  obedecen  a  una  arbitrariedad  por  parte  de  las  empresas 
aseguradoras al establecer unilateralmente las cláusulas de los contratos, y a 
la  falta  de  regulación  de  las  autoridades  competentes  que  vigilan  estas 
entidades, lo cual trae como consecuencia que el consumidor financiero de 
este tipo de contrato tenga que acudir al juez para hacer valer sus derechos. 
La actividad aseguradora tiene tanta importancia en la economía de un país,  
y  especialmente  en  el  nuestro,  que  incluso  el  Constituyente  de  1991 
determinó  que  corresponde  al  Congreso  dictar  las  normas  generales  y 
señalar  en  ellas  los  objetivos  y  criterios  a  los  cuales  debe  sujetarse  el 
Gobierno  para  regular  las  actividades  financiera,  bursátil,  aseguradora  y 
cualquiera otra relacionada con el manejo y aprovechamiento e inversión de 
los recursos captados del público (Const. Pol., art. 150, num. 19, lit. d), esto 
es, le dedicó un artículo para hacer énfasis que la actividad aseguradora 
interesa al mismo Constituyente Primario. De ahí por qué se considere que el 
análisis hecho hasta el presente por la jurisprudencia y la doctrina en cuanto 
a  la  ubérrima buena  fe  del  contrato  de  seguro  haya  sido  estudiada  casi 
exclusivamente desde la perspectiva de la buena fe del tomador, pero no 
desde  el  enfoque  del  asegurador,  poniendo  de  presente  el  deber  de 
información que tiene que desplegar éste para garantizar una información 
idónea  sobre  el  resarcimiento  de  las  víctimas  en  caso  de  producirse  el 
siniestro en el seguro de responsabilidad. 
Como  bien  se  sabe,  el  seguro  de  responsabilidad  impone  a  cargo  del 
asegurador  la  obligación  de  indemnizar  los  perjuicios  patrimoniales  que 
cause  el  asegurado  con  motivo  de  determinada  responsabilidad  en  que 
incurra de acuerdo con la ley, y tiene como propósito el resarcimiento de la 
víctima,  de  ahí  que  la  reparación  de  la  víctima  deba  ser  integral,  pues 
naturalmente  el  contrato  de  seguro  de  responsabilidad  civil  no  puede 
quedarse a la zaga y debe evolucionar  paralelamente con esa obligación 
resarcitoria,  de  tal  manera  que  ofrezca  una  garantía  de  protección 
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patrimonial y que el resarcimiento del daño esté pergeñado de una suerte de 
solidaridad  por  parte  del  sector  asegurador,  sin  perjuicio  del  correlativo 
aumento  del  precio  de  la  prima  o  valor  que  debe  cubrir  el  tomador  del 
seguro, lo que deslegitima la transparencia de las entidades aseguradoras y 
constituye una vulneración de los derechos de los consumidores financieros. 
1.1. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA
¿Tiene validez la exclusión de la indemnización del daño moral en el contrato 
de seguros de responsabilidad civil extracontractual, desde el punto de vista 
de la protección del Consumidor Financiero?
2. HIPÓTESIS
La  exclusión  del  daño  moral  en  el  seguro  de  responsabilidad  civil  
extracontractual  constituye  un  abuso  de  la  posición  dominante  de  las 
aseguradoras, cuando no se brinda la suficiente información al consumidor 
financiero sobre sus consecuencias en caso de ocasionarse un perjuicio de 
esas características, por cuanto el resarcimiento de la víctima comprende la 
indemnización de todos los perjuicios irrogados.
3. JUSTIFICACIÓN
La Ley 1329 de 2009 “Por la cual se dictan normas en materia financiera, de  
seguros  del  mercado  de  valores  y  otras  disposiciones”,  determinó  en  su 
artículo 1º  como objeto y  ámbito  de aplicación establecer los principios y 
reglas  que  rigen  la  protección  de  los  consumidores  financieros  en  las 
relaciones  entre  éstos  y  las  entidades  vigiladas  por  la  Superintendencia 
Financiera de Colombia, y a su vez, dentro del artículo 7º de la misma ley, se  
establecieron las obligaciones especiales de las entidades vigiladas y, dentro 
de estas últimas, las de abstenerse de incurrir en conductas que conlleven 
abusos contractuales o de convenir cláusulas que puedan afectar el equilibrio 
del contrato o dar lugar a un abuso de posición dominante contractual, por lo 
que siendo la defensa del consumidor un propósito incluso constitucional, tal  
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como se deriva del artículo 78 de la Constitución Política, que dispone que la 
ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados 
a la comunidad, así como la información que debe suministrarse al público 
en su comercialización, y en fin, refiere a los derechos de los consumidores y 
usuarios.
La justificación de esta investigación viene dada en la necesidad de delimitar 
conceptualmente  los  derechos  que  tienen  el  tomador  y  el  asegurado del 
contrato de seguros de responsabilidad civil,  a fin de evitar cláusulas que 
supongan abuso de la posición dominante y abusos contractuales, toda vez 
que  el  carácter  aleatorio  del  contrato  de  seguros  no  puede  ser  una 
justificación para limitar la responsabilidad del asegurador, por lo tanto los 
resultados  de  esta  investigación  pueden  servir  tanto  a  los  consumidores 
financieros,  para  la  efectiva  protección  de  sus  derechos,  como  a  la 
Superintendencia Financiera, que es el ente encargado de vigilar la actividad 
aseguradora  por  delegación  constitucional  de  una función  presidencial  en 
virtud del artículo 189, num. 24 de la Constitución Política.
Como bien se sabe, el  artículo 16 de la Ley 446 de 1998 dispuso, en lo 
atañedero con la valoración de daños, que dentro de cualquier proceso que 
se  surta  ante  la  administración  de  justicia,  la  valoración  de  tales  daños, 
irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación 
integral  y equidad, y observará criterios técnicos actuariales.  Este artículo 
dispuso  en  palabras  más  simples  que  la  reparación  de  los  daños 
ocasionados debe cubrirlos todos,  sin  dejar ámbitos desprotegidos, de tal 
modo que el llamado daño extrapatrimonial, concepto en el que se incluye el  
daño moral, no puede ser asunto de poca monta o importancia, ya que en 
caso de producirse un siniestro en punto al seguro de responsabilidad civil –
cuyo objeto es el resarcimiento de la víctima–, tal resarcimiento no puede ser 
solo respecto de perjuicios materiales, sobre todo si se tiene en cuenta que 
los derechos de las víctimas tienen raigambre constitucional, en palabras de 
la Corte Constitucional, y debe comprender naturalmente el perjuicio moral, 
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lo  que  excluye  que  la  postura  facilista  de  las  aseguradoras  de  excluir, 
mediante cláusulas predispuestas, el cubrimiento de ese tipo de perjuicios 
pueda ser catalogada como conducta de buena fe, puesto que en la fase de 
negociación del  contrato referido constituye deber ineludible de la entidad 
vigilada  –léase  aseguradora–  informar  adecuadamente  al  tomador  los 
riesgos y daños que está llamado a resarcir en casos de daños a terceros.
Ese conocimiento, que por supuesto tienen las aseguradoras por el carácter 
profesional  de su  actividad y por  la  incidencia en  la  economía,  debe ser 
exteriorizado y a la vez puesto de presente a sus clientes para efectos que 
tal conocimiento determine una relación negocial basada en el equilibrio y el 
respeto mutuo, de tal modo que la buena fe sea bilateral y no solo exigible 
del cliente, para efectos de prevenir inexactitudes y reticencias. 
No se  advierte  en  la  actividad  investigativa  patria  trabajos  que  exalten  y 
pongan en su lugar el rol de las aseguradoras y, más que ello, la importancia 
que día a día adquieren los derechos de los consumidores, y desde luego de 
los consumidores financieros, para evitar desafueros de empresas que tiene 
una superior posición jurídica por la cantidad de recursos que mueven y que 
hacen  necesaria  la  intervención  estatal  para  proteger  a  sectores 
históricamente desprotegidos como los consumidores. 
4. OBJETIVOS
4.2. OBJETIVO GENERAL
Identificar la validez por exclusión de la indemnización del daño moral en el 




 Establecer si es absolutamente consensual el contrato de seguros en 
responsabilidad civil extracontractual.
 Constatar si  el  contrato de seguros es un contrato de adhesión, en 
virtud  de  lo  cual  la  interpretación  de  las  exclusiones  como  la  de 
indemnización del daño moral puede interpretarse únicamente desde 
la perspectiva de la libertad contractual.
 Describir  si  puede  el  Estado  colombiano,  por  medio  de  la 
Superintendencia Financiera, regular la exclusión del daño moral y si 
ello constituye un abuso contractual o un abuso de posición dominante 
contractual. 
5. RESULTADOS ESPERADOS
Evidenciamos que la realidad de la actividad aseguradora y del contrato de 
seguro se modificó ostensiblemente con la aparición de la Ley 1328 de 2009, 
que incluye dentro de su preceptiva el régimen de protección al consumidor 
financiero, y que, dicho sea de paso, como ya dijimos, no fue derogada por la  
Ley 1480 de 2011 que contiene el  estatuto  del  consumidor,  dado que el 
artículo 2° inciso 2° de esta misma ley establece que:
“Las  normas  contenidas  en  esta  ley  son  aplicables  en  general  a  las 
relaciones  de  consumo  y  a  la  responsabilidad  de  los  productores  y 
proveedores frente al  consumidor  en todos los sectores de la economía 
respecto de los  cuales  no exista  regulación  especial,  evento  en el  cual 
aplicará  la  regulación  especial  y  suplementariamente  las  normas 
establecidas en esta Ley”.
Lo anterior quiere decir que al respetarse la regulación especial pervive la 
Ley 1328 de 2009, que le da un status diferente al consumidor financiero, y 
adicional a ello,  suplementariamente, esa ley de protección al  consumidor 
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que brinda asimismo singular protección a los consumidores, de tal suerte 
que la ubérrima buena fe propia del contrato de seguros ya deja de mirarse 
exclusivamente desde el punto de vista del tomador y su obligación de no 
incurrir  en  reticencias  o  inexactitudes  sobre  hechos  o  circunstancias  que 
conocidos por el asegurador lo hubieran retraído de celebrar el contrato, sino 
también como obligación del asegurador para poner en conocimiento de su 
futuro  contratante  las  circunstancias  que  constituyen  exclusiones  y  que 
tienen  una  trascendencia  especialísima  en  el  contrato  de  seguro  de 
responsabilidad,  cuyo  propósito,  valga reiterarlo  a  riesgo de fatigar,  es  el 
resarcimiento de la víctima, quien tiene derecho a una reparación integral en 
los términos del artículo 16 de la Ley 446 de 1998. 
6. MARCO REFERENCIAL 
6.1. ESTADO DEL ARTE O ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS 
Con  relación  al  estado  del  arte  o  antecedentes  investigativos,  hemos 
encontrado orfandad de bibliografía  especializada sobre  la  protección  del 
consumidor financiero aplicada al contrato de seguros y, más puntualmente, 
respecto a las obligaciones que surgen para el  asegurador al  contratar el 
seguro de responsabilidad civil y su deber de información sobre el alcance 
del  daño moral  cuando  de  resarcir  a  las  víctimas  se  trata,  así  como las 
razones para la exclusión automática de amparo a ese tipo de daño y su 
justificación jurídica. 
Un  primer  elemento  que  demuestra  esa  falta  de  estudios  en  el  tema  lo 
representa la cercanía desde la puesta en vigencia de la Ley 1328 de 2009 
“Por la cual se dictan normas en materia financiera, de seguros del mercado  
de valores y otras disposiciones”, que fue publicada en el Diario Oficial N° 
47.411 del 15 de julio de 2009.  Vale decir que su vigencia es de apenas tres  
años,  lo  cual  ha sido  factor  determinante para  que su  exploración  por  la 
doctrina  especializada sea apenas muy incipiente,  mas no puntual,  en  el 
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tema escogido. Se advierte que el deber de información, la publicación de los 
contratos  estandarizados  en  la  página  de  internet  y  el  marco  vigente  de 
protección  al  consumidor  financiero  son muy recientes;  es  más,  teniendo 
presente que el Estatuto del Consumidor está contenido en la Ley 1480 del 
12 de octubre de 2011, pero cuyo vigor normativo arrancó apenas el 12 de 
abril  de 2012,  de conformidad con lo establecido en su artículo 84 sobre 
vigencia,  máxime  que  esta  ley  es  aplicable  a  la  regulación  del  sector 
financiero  al  ser  suplementaria  de  las  disposiciones  especiales  en  los 
términos del artículo 2° de esta última ley, dan una explicación a la ausencia 
de doctrina especializada y a la poca jurisprudencia sobre el particular.
No obstante, esas falencias no son obstáculo para realizar un enfoque del 
seguro de responsabilidad desde la perspectiva del consumidor financiero, 
visto  desde la  importancia constitucional  de la  actividad aseguradora y la 
protección del consumidor lato sensu, por lo que la indagación pasó desde la 
biblioteca de la Universidad Libre, Seccional Pereira, pasando por internet 
(especialmente  Google  Académico)  y  literatura  jurídica  disponible  en  el 
mercado  colombiano,  así  como  publicaciones  periódicas  de  nivel 
internacional  como la  Revista  Ibero-Latinoamericana de Seguros,  las  que 
amalgamadas dieron como resultado el presente trabajo. 
7. MARCO CONCEPTUAL
 Contrato de seguro.  El seguro es un contrato consensual, bilateral, 
oneroso, aleatorio y de ejecución sucesiva (C. de Co., art. 1036).
 Contrato  de  seguro  de  responsabilidad  civil.  El  seguro  de 
responsabilidad  impone  a  cargo  del  asegurador  la  obligación  de 
indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con 
motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con 
16
la ley, y tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la que en 
tal  virtud  se  constituye  en  el  beneficiario  de  la  indemnización,  sin 
perjuicio de las prestaciones que se le reconozcan al asegurado (C. 
de Co., art. 1127).
 Daño moral. Es aquel que causa daño o deterioro a la persona en su 
íntegra armonía psíquica, emocional, afectiva, o bien en su reputación 
y/o en su buena fama, su autoestima o su heteroestima. En términos 
muy amplios, se define el daño como la pérdida o menoscabo sufrido 
en  un  patrimonio  por  la  falta  de  cumplimiento  de  una  obligación 
atribuible a un tercero (www.ramonmacia.com).
 Riesgo.  Es la vulnerabilidad de “bienes jurídicos protegidos” ante un 
posible o potencial perjuicio o daño (es.wikipedia.org/wiki/Riesgo).
 Actividad  aseguradora.  En  nuestra  legislación  positiva, 
específicamente en el  artículo 38 num. 2 del  Estatuto Orgánico del 
Sistema  Financiero,  se  indica  que la  actividad  aseguradora  es  la 
realizada  por  las  empresas  o  cooperativas  de  seguros  en  forma 
exclusiva y excluyente (www.superfinanciera.gov.co).
 Cliente. Es  la  persona  natural  o  jurídica  con  quien  las  entidades 
vigiladas establecen relaciones de origen legal o contractual, para el 
suministro de productos o servicios, en desarrollo de su objeto social.
 Usuario. Es la persona natural o jurídica quien, sin ser cliente, utiliza 
los servicios de una entidad vigilada (Ley 1328 de 2009).
 Consumidor financiero: Es todo cliente, usuario o cliente potencial 
de las entidades vigiladas (Ley 1328 de 2009).
 Productos y servicios.  Se entiende por productos las operaciones 
legalmente autorizadas que se instrumentan en un contrato celebrado 
con el cliente o que tiene origen en la ley,  y por servicios aquellas 
actividades  conexas  al  desarrollo  de  las  correspondientes 
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operaciones, y que se suministran a los consumidores financieros (Ley 
1328 de 2009).
 Contratos de adhesión. Son los contratos elaborados unilateralmente 
por la entidad vigilada, cuyas clausulas y/o condiciones no pueden ser 
discutidas libre  y  previamente  por  los  clientes,  limitándose  éstos  a 
expresar su aceptación o a rechazarlos en su integridad (Ley 1328 de 
2009).
 Entidades  vigiladas. Son  las  entidades  sometidas  a  inspección  y 
vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia (Ley 1328 
de 2009).
 Indemnización. Importe que está obligado a pagar contractualmente 
la  entidad  aseguradora  en  caso  de  producirse  un  siniestro.  Es  la 
contraprestación económica que corresponde al Asegurador a cambio 
del pago de la prima que corresponde al Asegurado. En los seguros 
sobre personas la indemnización corresponde al capital pactado en la 
póliza. En los seguros sobre cosas es la reposición económica en el 
patrimonio del Asegurado del valor del objeto dañado o desaparecido 
en el siniestro, bien a través de la reposición del objeto o mediante la 
entrega de una cantidad en metálico equivalente al valor real de los 
bienes. En cualquiera de los casos la indemnización no puede superar 
el  importe de los perjuicios sufridos, dentro de los límites pactados 
(http://www.definicionlegal.com/definicionde/Indemnizacion.htm).
 Consensual. Término referido al modelo ideal que deberían seguir las 
prácticas  realizadas  en  el  marco  de  relaciones 
(http://es.wikipedia.org/wiki/SSC).
 Responsabilidad Civil Extracontractual.  Incurre en responsabilidad 
civil  extracontractual aquel sujeto cuya acción u omisión, voluntaria, 
pero sin malicia, es productora de daños en el desenvolvimiento de las 
relaciones humanas. El causante del daño y el perjudicado no tiene 
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relación  previa  (contractual)  alguna 
(http://www.creditcbsegur.com/diccionario_asegurador.php).
 Asegurado. En  los  seguros  de  personas  es  aquella  expuesta  al 
riesgo, de modo que el siniestro es la realización del evento previsto 
en  la  póliza  sobre  dicha  persona.  En  los  seguros  de  daños  es  la 
persona física o jurídica titular del interés objeto del seguro y que en 
ausencia del tomador asume las obligaciones derivadas del contrato 
(http://www.creditcbsegur.com/diccionario_asegurador.php).
 Asegurador. Es  la  persona  que  junto  con  el  tomador  suscribe  el 
contrato, y a quien corresponde la obligación genérica de cobertura de 
riesgo,  que  se  traduce  en  la  prestación  específica  de  pagar  una 
indemnización,  un  capital,  una  renta  u  otra  prestación  convenida 
cuando  se  produzca  el  siniestro  asegurado 
(http://www.creditcbsegur.com/diccionario_asegurador.php). 
8. MARCO TEÓRICO
8.1. CONSENSUALIDAD DEL CONTRATO DE SEGUROS
Debemos recordar que la actividad aseguradora por mandato constitucional 
es regulada, y ello se encuentra establecido en el artículo 150 num. 19 de la 
Carta Política, que dispone que es función del  Congreso de la República 
dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios a los 
cuales debe sujetarse el  Gobierno,  entre otros aspectos,  para regular  las 
actividades  financiera,  bursátil,  aseguradora  y  cualquiera  otra  relacionada 
con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del 
público. 
Asimismo,  el  artículo  189  de  la  misma Constitución  Política  dispone  que 
corresponde al  Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe de 
Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa ejercer, de acuerdo con la ley, 
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la inspección, vigilancia y control sobre las personas que realicen actividades 
financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el manejo, 
aprovechamiento o inversión de recursos captados del público. Así mismo, 
sobre las entidades cooperativas y las sociedades mercantiles.
Por su parte, el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, contenido en el 
Decreto 663 de 1993, establece en su artículo 1°, en primer lugar, que el  
sector  financiero  y  asegurador  está  conformado,  entre  otros,  por  las 
entidades aseguradoras (literal d), y el artículo 5° num. 1 dispone que sean 
entidades aseguradoras las compañías y cooperativas de seguros, y las de 
reaseguros. 
El  artículo  38 del  mismo Estatuto,  sobre  aspectos generales y  dentro de 
éstos como principios orientadores, preceptúa que dicho Estatuto establece 
las directrices generales para la actividad aseguradora en Colombia, la cual 
se encuentra sujeta a supervisión estatal, ejercida por la Superintendencia 
Bancaria (hoy Superintendencia Financiera); procura tutelar los derechos de 
los tomadores, de los asegurados y crear condiciones apropiadas para el  
desarrollo del mercado asegurador, así como una competencia sana de las 
instituciones  que  participan  en  él.  El  numeral  3  de  este  mismo  artículo 
estatuye que el objeto social de las compañías y cooperativas de seguros 
será la realización de operaciones de seguro, bajo las modalidades y los 
ramos facultados expresamente, aparte de aquellas previstas en la ley con 
carácter especial, agregando que podrán efectuar operaciones de reaseguro 
en  los  términos  que  establezca  el  Gobierno  Nacional.  Por  último,  las 
sociedades  cuyo  objeto  prevea  la  práctica  de  operaciones  de  seguros 
individuales sobre la vida deberán tener exclusivamente dicho objeto, sin que 
su actividad pueda extenderse a otra clase de operaciones de seguros, salvo 
las que tengan carácter complementario; en lo concerniente al objeto social  
de las reaseguradoras dice que consistirá exclusivamente en el desarrollo de 
operaciones de reaseguro.
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Adicionalmente, dentro de los llamados instrumentos de la intervención se 
consagran  unas  facultades  al  gobierno  nacional,  que  para  lo  que  nos 
interesa, está la del literal r, que consiste en la posibilidad de dictar normas y 
establecer  instrumentos que faciliten el  acceso a servicios financieros, de 
seguros y a los que involucren el manejo, aprovechamiento e inversión de 
recursos  captados  del  público,  por  parte  de  la  población  de  menores 
recursos, la pequeña, mediana y microempresa, así como las condiciones y 
mecanismos que permitan el desarrollo de dichos servicios por parte de las 
entidades que realizan tales actividades (literal adicionado por el artículo 24 
de la Ley 1328 de 2009). 
Siguiendo con la  normativa  del  estatuto orgánico del  sistema financiero se 
encuentra el artículo 100, sobre régimen de protección a tomadores de seguros 
y  asegurados,  que señala  que la  determinación  de las  condiciones de las 
pólizas y las tarifas responderá al régimen de libertad de competencia en el 
mercado de seguros, y respetará siempre las reglas previstas en el artículo 184 
numerales 2 y 3 de ese Estatuto, que se refieren a requisitos tanto de las 
pólizas como de las tarifas.
En punto a los requisitos de las pólizas de seguros, el art. 184 num. 2 del 
Decreto 663 de 1993 dice lo siguiente:
a. Su  contenido  debe  ceñirse  a  las  normas  que  regulan  el 
contrato de seguro, al presente estatuto y a las demás disposiciones 
imperativas  que  resulten  aplicables,  so  pena  de  ineficacia  de  la 
estipulación respectiva.
b. Deben redactarse en tal forma que sean de fácil comprensión 
para  el  asegurado.  Por  tanto,  los  caracteres  tipográficos  deben  ser 
fácilmente legibles.
c. Los  amparos  básicos  y  las  exclusiones  deben  figurar,  en 
caracteres destacados, en la primera página de la póliza.
Ahora bien,  el  artículo  1036 de nuestro Código de Comercio  reza que el 
seguro es un contrato consensual, bilateral, oneroso, aleatorio y de ejecución 
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sucesiva, y si se entiende que contrato consensual es el negocio jurídico que 
se  perfecciona por  la  simple  voluntad explicitada  en la  manifestación  del 
consentimiento de las partes contratantes4, esto es, que se perfecciona con 
el simple consentimiento de las partes, se tiene que la definición legal no es 
muy exacta, ya que si bien el artículo 1046 del mismo Código de Comercio 
establece que el contrato de seguro se probará por escrito o por confesión, el 
tema  de  la  prueba  del  contrato  es  apenas  uno  de  los  aspectos  de  la 
consensualidad, toda vez que si  la actividad aseguradora es regulada, se 
encuentra  sujeta  a  supervisión  estatal,  ejercida  por  la  Superintendencia 
Financiera, amén de procurar tutelar los derechos de los tomadores, de los 
asegurados y crear condiciones apropiadas para el desarrollo del mercado 
asegurador,  así  como  una  competencia  sana  de  las  instituciones  que 
participan  en  él,  y  las  pólizas  de  seguros  deben  tener  unos  contenidos 
mínimos, como los amparos básicos y las exclusiones que deben figurar, en 
caracteres destacados, en la primera página de la póliza, todo ello indica que 
la  consensualidad prevista  en  el  artículo  1°  de  la  Ley 389 de 1997,  que 
subrogó el artículo 1036 del Código de Comercio no es absoluta, pues no 
tendría  sentido  que  la  protección  al  consumidor  financiero  quedará 
desvirtuada y en letra muerta
Agregamos  que  la  consensualidad  del  contrato  de  seguros  no  permite 
entender  derogadas  las  disposiciones  normativas  sobre  vigilancia  a  la 
actividad aseguradora y de protección al consumidor, porque estas últimas 
son de rango constitucional y las tuitivas son posteriores a la mencionada 
Ley 389.
Al efecto, se precisa recordar que el artículo 78 de la Constitución Política es 
un instrumento de protección a los usuarios y consumidores, es decir que la 
protección de éstos tiene jerarquía constitucional, y además la Ley 1328 de 
2009, por la cual se dictan normas en materia financiera, de seguros, del 
mercado de valores  y otras disposiciones,  que contiene en su Título  I  el 
4 Definición de Wikipedia.
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régimen de protección al consumidor financiero, estatuye en su artículo 2°, 
relativo  a  las  definiciones,  que  contratos  de  adhesión  son  los  contratos 
elaborados  unilateralmente  por  la  entidad  vigilada  y  cuyas  cláusulas  y/o 
condiciones no pueden ser discutidas libre y previamente por los clientes, 
limitándose éstos a expresar su aceptación o a rechazarlos en su integridad 
(lit. f). Se aclara aquí que esta última ley entiende por consumidor financiero 
a todo cliente, usuario o cliente potencial de las entidades vigiladas por la  
Superintendencia Financiera de Colombia, en los términos de su artículo 2° 
lit. d, en concordancia con el artículo 1° de esa ley, e igualmente se hace 
menester precisar que la Ley 1328 en manera alguna fue derogada por la 
Ley 1480 de 2011, por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor 
y se dictan otras disposiciones, dado que su artículo 2° inc. 2 dispone que: 
“Las  normas  contenidas  en  esta  ley  son  aplicables  en  general  a  las 
relaciones  de  consumo  y  a  la  responsabilidad  de  los  productores  y 
proveedores frente al  consumidor  en todos los sectores de la economía 
respecto de los cuales no exista regulación especial, evento en el cual 
aplicará  la  regulación  especial  y  suplementariamente  las  normas 
establecidas en esta Ley” (negrillas fuera de texto).
De tal manera que subsisten las ordenaciones especiales contenidas en la 
ley de protección al consumidor financiero. 
Para demostrar que el contrato de seguros no es tan consensual como se 
pretendió al expedirse la Ley 389 de 1997, se tiene que el artículo 7° de la 
Ley 1328 de 2009 indica como una de las obligaciones especiales de las 
entidades vigiladas en su literal f), la de elaborar los contratos y anexos que 
regulen las relaciones con los clientes, con claridad, en caracteres legibles a 
simple  vista,  y  ponerlos  a  disposición  de  éstos  para  su  aceptación, 
añadiendo que copia de los documentos que soporten la relación contractual 
deberá estar a disposición del respectivo cliente, y contendrá los términos y 
condiciones del producto o servicio, los derechos y obligaciones, y las tasas 
de interés, precios o tarifas y la forma para determinarlos. Adicionalmente, el  
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artículo 9 de la misma Ley 1328 de 2009 en su parágrafo 2°, al referir a la 
publicidad de los contratos dice: 
“Las entidades vigiladas deberán publicar en su página de Internet el texto 
de los modelos de los contratos estandarizados que estén empleando con 
su  clientela  por  los  distintos  productos  que  ofrecen,  en  la  forma  y 
condiciones que señale la Superintendencia Financiera de Colombia, para 
consulta de los consumidores financieros”. 
Ahora,  teniendo en cuenta el  reconocimiento jurídico de los mensajes de 
datos (Ley 527 de 1999, art. 5°), así como el contenido del artículo 6° de la 
misma  Ley  527  que  reza  que  “Cuando  cualquier  norma  requiera  que  la 
información  conste  por  escrito,  ese  requisito  quedará  satisfecho  con  un 
mensaje de datos, si la información que éste contiene es accesible para su 
posterior  consulta//Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  aplicará  tanto  si  el 
requisito establecido en cualquier norma constituye una obligación, como si 
las normas prevén consecuencias en el caso de que la información no conste 
por  escrito(...)”,  por  consiguiente,  se  tiene que el  contrato  de  seguros no 
puede ser consensual como aparenta serlo, y múltiples normas reguladoras 
tanto de la actividad aseguradora como del contrato de seguro, alientan a su 
consagración  escrita  con  consecuencias  jurídicas  por  la  omisión  de  su 
instrumentalización escrita.
La Corte Constitucional, en la Sentencia C-662 de 2000, dijo: “El mensaje de 
datos  como  tal  debe  recibir  el  mismo  tratamiento  de  los  documentos 
consignados en papel, es decir, debe dársele la misma eficacia jurídica, por 
cuanto el mensaje de datos comporta los mismos criterios de un documento”, 
de tal suerte que si el texto de los modelos de los contratos estandarizados 
que estén empleando las aseguradoras con su clientela deben publicarse en 
su  página  de  internet,  es  porque  evidentemente  no  son  puramente 
consensuales sino que participan de la naturaleza escritural.
Queda claro que el marco normativo regulador de la actividad aseguradora, 
del contrato de seguro y de protección al  consumidor financiero, permiten 
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decir que el contrato de seguro no es tan consensual como se pretende, y sí 
debe existir una ordenación jurídica específica que gobierne cada uno de los 
contratos de seguros celebrados, en cualquiera de sus ramos y modalidades, 
inseridas en documentos que soporten la relación contractual y que deberá 
estar  a  disposición  del  respectivo  cliente  y  contendrá  los  términos  y 
condiciones del producto o servicio, los derechos y obligaciones, las tasas de 
interés,  precios  o  tarifas  y  la  forma  para  determinarlos,  máxime  si  los 
amparos básicos y exclusiones deben figurar, en caracteres destacados, en 
la  primera  página  de  la  póliza,  como lo  señala  el  ya  citado  artículo  184 
numeral 2° del Decreto 663 de 1993. 
De ahí que podamos concluir, en una interpretación no simplemente literal de 
los artículos 1° y 3° de la Ley 389 de 1997, que refieren en su orden a la 
naturaleza consensual del contrato de seguro y a que la póliza tendrá fines 
exclusivamente  probatorios,  sino  acudiendo  a  criterios  hermenéuticos 
teleológicos y sistemáticos, que el contrato de seguro sí debe constar por 
escrito y a él debe poder acceder el tomador o beneficiario (C. de CO., arts. 
1037, 1040 y 1041), o ya se le llame cliente, usuario o consumidor financiero 
(Ley 1328 de 2009,  art.  2°),  pues prevalecen las normas que permiten y 
obligan a vigilar al sector asegurador y las que protegen a los consumidores 
y usuarios de estos servicios, sobre las que establece el contrato de seguro 
como un simple negocio jurídico inter partes, dadas las implicaciones de la 
actividad aseguradora en la economía nacional. 
En  este  punto  se  hace  menester  recordar  lo  que  ha  dicho  la  Corte 
Constitucional  sobre la actividad aseguradora en el  régimen constitucional 
colombiano, particularmente en la Sentencia C-640 de 2010 que, dada su 
importancia, se cita en extenso:
La  actividad  aseguradora,  como  subsector  económico,  comparte  con  la 
actividad financiera, la actividad bursátil, y cualquier otra relacionada con el 
manejo, aprovechamiento o inversión de recursos captados del público, la 
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calidad de ser una actividad económica explícitamente mencionada en la 
Constitución para los siguientes tres efectos:
1. Establecer que corresponde al Congreso dictar por medio de leyes las 
normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios a los cuales 
debe sujetarse el Gobierno para efectos de regularla (Literal d) del numeral 
19 del artículo 150 de la Constitución).
2. Determinar que corresponde al Presidente de la República ejercer, de 
acuerdo con la ley a que se refiere el punto anterior, la inspección, vigilancia 
y control sobre las personas que la ejercen (numeral 24, artículo 189 de la 
Constitución).
3. Definir que se trata de una actividad de interés público, y por ende, 
sólo puede ser ejercida previa autorización del Estado, conforme a la ley, 
reiterando que al legislador corresponde la regulación de la forma en la cual 
el gobierno intervendrá en ella (artículo 335 de la Constitución).
Existen varias razones por las cuales el constituyente estableció de manera 
explícita una arquitectura institucional tan detallada para la regulación de 
subsectores económicos específicos como el asegurador, el financiero y el 
bursátil.  De hecho,  la  Constitución misma señala  el  punto de partida de 
dichas razones, al indicar que se trata de actividades de “interés público”. 
Ese  interés  público  nace,  por  supuesto,  del  hecho  de  que  se  trata  de 
actividades en las que se maneja, aprovecha e invierten recursos captados 
del  público,  rasgo  que  también  reconoce  la  propia  Constitución.  Son 
actividades, por lo demás, que canalizan de manera importante el ahorro de 
la nación hacia la inversión, lo cual enfatiza su definición como actividades 
de interés público. 
Sin embargo, estas razones no bastan para explicar el especial cuidado que 
la  Constitución  pone  en  el  diseño  del  régimen  institucional  y  de 
competencias regulatorias de estas actividades específicas,  pues existen 
muchos otros  sectores  económicos  que  pueden  considerarse  de  interés 
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público,  y  que  de  alguna  manera  manejan  y  aprovechan  cuantiosos 
recursos del público. Piénsese, por ejemplo, en los manejos de tesorería de 
un gran conglomerado industrial,  o en la importancia que para el  interés 
público  tienen  ciertos  sectores  agrícolas  o  de  servicios.  No  obstante, 
respecto  de  ellos  el  constituyente  no  hizo  una  mención  tan  expresa, 
específica y minuciosa.
Lo  que  tienen  en  común  las  actividades  financieras,  bursátiles, 
aseguradoras  y  otras  afines,  que  las  distingue  de  otras  actividades 
económicas  igualmente  importantes,  pero  no  sometidas  a  la  fuerte 
intervención  estatal  que  para  aquellas  autoriza  la  Constitución,  es  que 
dependen  para  su  correcto  funcionamiento  de  un  voto  colectivo, 
permanente  y  tácito  de confianza,  cuyo  quebrantamiento  puede  generar 
consecuencias catastróficas para la economía de un país. La cotidianidad 
rutinaria de las transacciones bursátiles, aseguradoras y financieras a veces 
opaca el hecho de que cada una de ellas está fundada en una presunción 
intangible  y  frágil,  pero  esencial,  en  el  sentido  de que será  cumplida  la 
obligación a futuro a que se compromete la respectiva entidad financiera, 
bursátil  o  aseguradora.  Esa  presunción  no  tiene  garantía  distinta  a  la 
solidez misma del sistema. Cuando una persona deposita en una cuenta 
bancaria una suma de dinero, presume y confía que al día siguiente podrá 
retirar esa misma suma, más las anteriores que hubiese podido depositar. 
Esa  presunción  sólo  es  posible  gracias  a  una  confianza  sistémica,  no 
explícita, pero verdadera, en la solidez de la entidad financiera respectiva. 
Lo mismo puede afirmarse respecto de quien compra un título bursátil, que 
espera, al vencimiento del mismo, que se le pague la suma representada en 
el título. Sólo la posesión del título le permite confiar en el cumplimiento de 
la obligación.  Y en el caso de quien suscribe un contrato de seguros, la 
persona  paga  una  prima en  el  entendido  de  que  de  ocurrir  el  siniestro 
descrito en el contrato, le será pagada una indemnización o beneficio. No 
existe  ninguna  garantía  de  que  ello  ocurrirá,  excepto  la  derivada  de  la 
seriedad  de  la  compañía  de  seguros,  fruto  de  que  ella  cumple  con  los 
estándares  regulatorios  y  prudenciales  preestablecidos.  En  estos  tres 
ejemplos sencillos, que se pueden extrapolar a todo tipo de transacciones 
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financieras, es la confianza en la solidez del sistema financiero, originada a 
su  vez  en  la  confianza  en  la  calidad,  seriedad  y  operatividad  de  la 
regulación  estatal  sobre  ella,  la  que  permite  que  las  personas  acepten 
operar a través del sistema y realizar transacciones con él.
 La  actividad  financiera,  bursátil  y  aseguradora  es,  pues,  una  actividad 
esencial  para  el  desarrollo  económico;  constituye  principal  mecanismo de 
administración del ahorro del público y de financiación de la inversión pública 
y privada y está fundada en un pacto intangible de confianza. Se trata de la  
confianza por parte de los usuarios en que las obligaciones derivadas de la 
respectiva obligación serán rutinariamente satisfechas. Y esa confianza está 
a su vez cimentada en una regulación adecuada y en la convicción pública de 
que  las  entidades  que  hacen  parte  del  sistema están  vigiladas  técnica  y 
profesionalmente.  Esa  confianza  ha  de  ser  permanente,  continua,  y 
totalmente extendida para que el  sistema funcione.  La historia  económica 
global  reciente  demuestra  que  este  no  es  un  planteamiento  meramente 
teórico: en el momento en que se rompe la confianza, el sistema financiero se 
paraliza, y con él la economía que de él depende. Las personas empiezan a 
desconfiar del sistema, y de su capacidad de cumplir la promesa contenida 
en cada una de las millones de transacciones diarias que dentro de él se 
realizan. El mantenimiento de esa confianza pública es el objetivo principal de 
la intervención del estado en este tipo de actividades. En eso, principalmente, 
consiste el carácter de “interés público” que la Constitución le imprime a este 
tipo de actividades, y de ahí el particular diseño institucional con el cual el  
constituyente dotó al Estado para permitirle la intervención en este tipo de 
actividades económicas. 
Sobre la actividad aseguradora en particular, la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional  ha reconocido el  papel  central  que ella  desempeña en el 
desarrollo  económico  del  país  y  en  la  realización  de  algunos  fines 
constitucionalmente  legítimos,  y  ha  encontrado  amplia  justificación 
conceptual  al  fuerte nivel  de  intervención estatal  que para ella  prevé la 
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Constitución,  construida  a  partir  del  concepto  de  interés  público  ya 
reseñado (…)”. 
Y en la Sentencia C-269 de 1999, citada en la anterior providencia, aclaró la 
Corte lo siguiente:
“Los altos niveles de prevención y protección que la actividad aseguradora 
ofrece  en  la  actualidad,  frente  a  los  peligros  que  por  distintos  factores 
atentan contra las actividades y el patrimonio de las personas, tanto en el 
ámbito  de  lo  público  como  de  lo  privado,  hacen  que  tenga  una  gran 
influencia en el campo social y configure a la vez, uno de los renglones 
más importantes dentro de una economía de mercado en desarrollo.  En 
efecto,  la  capacidad de distribución que conlleva dicha actividad de los 
distintos riesgos dentro del conglomerado social,  permite garantizar una 
oportuna  y  eficaz  salvaguarda  de  los  intereses  y  derechos  que  con  la 
misma se protegen, así como la obtención de un resarcimiento económico 
adecuado por el daño causado y asegurado.
En consecuencia, desde la perspectiva de los beneficios sociales que su 
ejecución implica, puede afirmarse que aspectos tan importantes como la 
salud de las personas, su integridad corporal, el patrimonio, la estabilidad 
familiar,  la  capacidad  laboral  y  económica,  así  como  las  actividades 
económicas  generalmente  efectuadas,  quedan  amparados  ante  los 
distintos  peligros  que  pueden  afectarlos.  Además,  la  acción  de  las 
aseguradoras  trae  consigo  la  configuración  de  una  conciencia  en  la 
comunidad,  cada vez más generalizada frente a distintos riesgos,  de la 
necesidad de adoptar conductas de índole previsiva dirigidas a evitar la 
concreción  de  los  riesgos  o  a  reducir  las  consecuencias  del  siniestro, 
resultado  que  en  el  ámbito  social  es  al  mismo  tiempo  trascendente  y 
necesario.
Igualmente,  los  resultados  positivos  que  se  avizoran  en  el  ámbito 
económico por la industria aseguradora no son menos importantes, dado 
que a partir de ese estado de confianza que se produce en el manejo de 
los riesgos y la seguridad de que en un futuro se contará con una solvencia 
económica no obstante su ocurrencia, es posible promover la realización 
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cada vez mayor de actividades productivas de orden industrial, comercial y 
financiero en general.
En conclusión para este acápite, se tiene que de acuerdo a los altos niveles 
de  prevención  y  protección  que  la  actividad  aseguradora  ofrece  en  la 
actualidad, frente a los peligros que por distintos factores atentan contra las 
actividades y el patrimonio de las personas, tanto en el ámbito de lo público 
como de lo privado, hacen que tenga una gran influencia en el campo social 
y configure, a la vez, uno de los renglones más importantes dentro de una 
economía de mercado en desarrollo,  retomando las  palabras de la  Corte 
Constitucional,  de  ahí  que esa capacidad de  distribución  que  conlleva  la 
actividad aseguradora de los distintos riesgos dentro del conglomerado social 
permite  garantizar  una  oportuna  y  eficaz  salvaguarda  de  los  intereses  y 
derechos  que  con  la  misma  se  protegen,  así  como  la  obtención  de  un 
resarcimiento económico adecuado por el daño causado y asegurado, de tal 
suerte que dentro de este marco no sólo jurídico, sino tal vez más importante 
de índole económico, se impone una interpretación del contrato de seguro 
como algo más que un simple contrato consensual y es, por el contrario, un 
contrato  severamente  regulado que,  lejos  de  perfeccionase  por  el  simple 
consentimiento de las partes, debe cumplir una serie de preceptos jurídicos 
no instituidos caprichosamente, sino para garantizar unos beneficios sociales 
que la ejecución del contrato de seguro supone. 
La  inobservancia  de  esas  reglas  jurídicas  estatuidas  en  protección  del 
consumidor  financiero,  cliente  o  usuario,  si  bien  en  términos  estrictos  no 
constituyen causal de nulidad absoluta del contrato en la forma dispuesta por 
el artículo 899 numeral 1° del Código de Comercio, sí reclaman una actividad 
de  vigilancia  especial  por  parte  de  la  Superintendencia  Financiera,  en 
atención a que el artículo 6° parágrafo 1° de la Ley 1328 de 2009 refiere que 
“El  no  ejercicio  de  las  prácticas  de  protección  propia  por  parte  de  los 
consumidores financieros  no implica  la  pérdida  o desconocimiento  de los 
derechos que le son propios ante las entidades vigiladas y las autoridades 
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competentes. De igual  manera, no exime a las entidades vigiladas de las 
obligaciones  especiales  consagradas  en  la  presente  ley  respecto  de  los 
consumidores financieros”, lo que se traduce en que el no ejercicio del deber 
de autorresponsabilidad en lo  atañedero a las prácticas de protección no 
eximen a las entidades aseguradoras de cumplir los deberes legales y a las 
entidades de vigilancia de hacerlos exigibles. 
8.2. EL CONTRATO DE SEGUROS ES UN CONTRATO DE ADHESIÓN
Otro de los aspectos necesarios de abordar en este trabajo es aquel según el  
cual el contrato de seguro es un verdadero contrato de adhesión, en donde la 
capacidad de negociación del tomador, como parte del contrato de seguro 
(C. de Co., art. 1037-2), o retomando la terminología propia del régimen de 
protección al consumidor financiero, bien sea cliente, usuario o consumidor 
financiero (Ley 1328 de 2009, art. 2°), es casi nula por cuanto su posibilidad 
de entrar a negociar el contenido del contrato es en la práctica inexistente.  
Distinto  será que el  posible  tomador,  o sea la  persona que,  obrando por 
cuenta propia o ajena, traslada los riesgos al asegurador, pueda desplazarse 
hacia otro asegurador por cuanto la propuesta del contrato de seguros que le 
ofrezca determinado participante del mercado no lo satisfaga, pero eso no es 
contribuir a construir el negocio jurídico, sino simplemente acudir a donde los 
competidores  para  escrutar  sus  posibilidades  de  mejoramiento  de  su 
posición contractual. 
Ahora bien, no se trata de un juicio de valor sobre los contratos de adhesión 
en sí mismos, lo que evidentemente escaparía a los fines propios de este 
trabajo, simplemente el punto trascendente es que la vigencia de los mismos 
es fruto de la sociedad moderna y sobre todo de la llamada “negociación en 
masa”,  que  impone  ágiles  mecanismos  de  contratación  para  adecuar  la 
situación negocial a las demandas cada vez más crecientes de productos y 
servicios por los participantes en el  mercado, lo que evidentemente exige 
procedimientos  más  expeditos  para  llegar  a  acuerdos  de  voluntades.  Al 
31
respecto se precisa traer a colación la reciente pauta interpretativa de la Sala 
Civil de la Corte Suprema de Justicia5, que sobre el particular ha acotado:
2.1 Pese a los cuestionamientos que, en lo relativo a la autonomía de la 
voluntad y al  equilibrio  negocial,  entre otros aspectos,  pueda suscitar  la 
contratación  ajustada  mediante  la  adhesión  a  estipulaciones 
predispuestas,  es  innegable  que  irreductibles  factores  de  índole 
económico la han consolidado como una modalidad característica de las 
operaciones jurídicas contemporáneas. En efecto, el inusitado incremento 
de la producción derivado del tránsito de la manufacturación artesanal a la 
industrial trajo consigo la necesidad de ofrecer, con la mayor eficacia y al 
menor costo posible, los bienes y servicios producidos, de manera que la 
distribución a grandes escalas impuso la negociación en masa, al punto 
que los modelos de mercado prescindieron de los tratos individuales y de la 
intervención de personas con poder de negociación del contenido del acto 
jurídico y, en su lugar, surgió el contrato de adhesión caracterizado porque 
el empresario predisponerte somete a consideración del potencial cliente 
un reglamento convencional inmodificable al cual queda vinculado por la 
mera aceptación.
En  ese  orden  de  ideas,  las  condiciones  generales  se  enderezan  a 
posibilitar la contratación masiva minimizando los costos de la operación; 
desde luego que los formularios rígidos e inmodificables simplifican de tal 
modo el proceso, que es viable ajustar, con la intervención de un reducido 
número de  agentes  y  en  poco  tiempo,  una  gran  cantidad  de  negocios; 
amén que le permiten al predisponerte planificar sus recursos y técnicas de 
producción  y  distribución,  en  cuanto  puede  prever  los  términos  de  la 
negociación,  las  responsabilidades  que  asume  y  los  beneficios  que 
obtendrá, a la vez que podrá organizar de modo eficiente su actividad.
Empero,  es  evidente  que  esas  ventajas  se  ven  ensombrecidas  por  las 
potestades  que,  igualmente,  recaen  sobre  el  empresario,  quien, 
amparándose  en  la  inflexibilidad  de  las  cláusulas,  en  el  escaso  o  nulo 
5 Sentencia del 04 de noviembre de 2009. Ref.: Exp. 11001 3103 024 1998 4175 01. M.P.: 
Pedro Octavio Munar Cadena. Actor: Productora de Cápsulas de Gelatina S.A. Demandado: 
Interamericana  Compañía  de  Seguros  Generales  S.A.  (hoy  A.I.G.  Colombia  Seguros 
Generales, S.A.).
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espacio para la negociación, podrá, así mismo, mejorar injustificadamente 
su posición contractual, ya sea desplazando cargas, riesgos y obligaciones 
hacía los clientes o arrogándose derechos y facultades irritantes;  en fin, 
tratando de maximizar  sus  beneficios  en  detrimento  del  adherente.  Tan 
preocupante es esta situación que no es de extrañar, como acontece en el 
contrato  de  seguro,  que  sea  menester  la  intervención  de  la  autoridad 
administrativa correspondiente, encaminada a poner coto a las atribuciones 
del proponente.
Con  todo,  y  como  lo  resalta  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  si  bien  las 
condiciones  generales  se  enderezan  a  posibilitar  la  contratación  masiva 
minimizando los costos de la operación mediante la utilización de formularios 
rígidos e inmodificables que simplifican de tal modo el proceso, que es viable 
ajustar, con la intervención de un reducido número de agentes y en poco 
tiempo, una gran cantidad de negocios, amén que le permiten al empresario 
planificar  sus recursos y técnicas de producción y distribución,  en cuanto 
puede  prever  los  términos  de  la  negociación,  las  responsabilidades  que 
asume y los beneficios que obtendrá, a la vez que podrá organizar de modo 
eficiente su actividad, lo que supone beneficios en materia de productividad, 
generando valor agregado y economías de escala, mediante reducción de 
costos por procesos de expansión, es lo cierto también que la contrapartida 
de  esa  eficiencia  empresarial  la  constituyen  los  desafueros  que 
necesariamente  provienen  de  las  potestades  que  recaen  sobre  el 
empresario, quien, amparándose en la inflexibilidad de las cláusulas, en el  
escaso  o  nulo  espacio  para  la  negociación,  podrá  por  esa  vía  mejorar 
injustificadamente  su  posición  contractual,  ya  sea  desplazando  cargas, 
riesgos  y  obligaciones  hacia  los  clientes,  o  arrogándose  derechos  y 
facultades  irritantes;  en  fin,  tratando  de  maximizar  sus  beneficios  en 
detrimento del adherente.
Lo  anterior  precisamente,  como  también  lo  resalta  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  en  la  providencia  citada,  reclama  la  intervención  decidida  de  la 
autoridad  administrativa  competente,  en  este  caso  la  Superintendencia 
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Financiera, para evitar que estos desafueros se perpetúen en detrimento del 
consumidor financiero. De ahí que el artículo 7° de la Ley 1328 de 2009, que 
trata de las obligaciones especiales de las entidades vigiladas, disponga en 
su literal e) que una de ellas es “Abstenerse de incurrir en conductas que 
conlleven abusos contractuales o de convenir cláusulas que puedan afectar 
el  equilibrio  del  contrato  o  dar  lugar  a  un  abuso  de  posición  dominante 
contractual”. Vale decir que esa posibilidad de negociación en masa no es 
patente de corzo para que la supuesta libertad contractual sirva para que el  
asentimiento  a  “cláusulas  predispuestas”  pueda  ser  utilizado  como 
argumento para abusar  de los derechos de los consumidores financieros, 
mediante  cláusulas  exonerativas  de  su  responsabilidad  y  sin  un  cabal 
cumplimiento del deber de información, como más adelante veremos.
El  anterior  planteamiento  sube  de  punto  no  solo  desde  la  perspectiva 
evidentemente  atrayente,  jurídicamente  protegida  de  protección  al 
consumidor y quizá con mayores veras al consumidor financiero, sino porque 
ello se justifica en que la actividad financiera tiene un fuerte poder sobre 
quienes demandan sus servicios, que indudablemente las lleva a tener una 
posición dominante, lo que facilita la consumación de prácticas restrictivas 
que van  en  detrimento  de  esos consumidores,  aspecto  este  que  en  una 
sociedad basada en relaciones de intercambio justas es claro no puede ser 
de  recibo,  con  mayor  razón  si  constitucionalmente  la  empresa  tiene  una 
función social que implica obligaciones. Esta postura tiene el aval del órgano 
de cierre de la jurisdicción ordinaria, que en sentencia muy reciente recordó 
lo sucesivo6:
Los bancos, es cierto, ejercen una posición dominante en las operaciones 
activas y pasivas que realizan con los usuarios de sus servicios, la cual se 
concreta en la hegemonía que pueden ejercer para imponer el contenido 
del  contrato,  en  la  determinación  unilateral  de  su  configuración  y  en  la 
posterior  administración  de  su  ejecución,  como  lo  ha  señalado  esta 
6 Sentencia del 14 de diciembre de 2011. Ref.: C-1100131030142001-01489-01. M.P.: Jaime 
Alberto Arrubla Paucar. Actor: Jorge Saffón Salazar, Nora Lucía Sanín Posada y Constructora 
Safinsa Limitada, en liquidación. Demandado: Bancafé S.A. 
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Corporación7.  Y esto no puede ser de otra manera, por ser los servicios 
financieros una actividad que demanda masivamente la población y por lo 
tanto  debe  prestarse  en  forma  estandarizada  para  satisfacer  las 
necesidades de ésta, con la dinámica y agilidad que la vida contemporánea 
exige.
Pero de allí  no puede seguirse que la entidad bancaria, prevalida de su 
posición fuerte en el contrato, no haga honor a la confianza que en ella 
deposita el usuario y abuse de la posición de privilegio en la convención. 
De hacerlo, estaría faltando claramente al deber de buena fe que para el 
momento de perfeccionarse el contrato impone a las partes el artículo 871 
del  Código  Comercio.  Precisamente,  ese  deber,  entendido  como  un 
comportamiento  probo,  obliga  a  quien  impone  el  contenido  negocial, 
mayormente  cuando  el  contrato  es  por  adhesión  o  estandarizado,  a  no 
abusar de su posición dominante, o lo que es lo mismo, a abstenerse de 
introducir cláusulas abusivas que lo coloque en una situación de privilegio 
frente al adherente, porque de de lo contrario estaría faltando a esa buena 
fe que le impone el sistema jurídico con las consecuencias legales que ello 
implica.
En cuanto al entendimiento de lo que es una cláusula abusiva, bien podrá 
acudirse como referencia al llamado sistema de “lista negra”, acogido en el 
sistema jurídico patrio en el artículo 133 de Ley 142 de 1994, o también a la 
idea  general  adoptada  en  la  Ley  1480  de  2011,  próxima  a  entrar  en 
vigencia, la cual, en su artículo 42, considera como tal aquellas conductas 
que producen desequilibrio injustificado en contra del consumidor.
Por  lo  pronto,  en la  situación actual  del  sistema legal  de los  contratos, 
ausente de una regulación propia para el contrato por adhesión, mientras 
entra en vigencia el nuevo Estatuto del Consumidor (Ley 1480 de 2011), lo 
que  puede  hacer  el  juez  frente  a  una  cláusula  abusiva  en  ese  tipo  de 
contratos, es resolver el caso aplicando la teoría general, la cual invita a 
observar la prohibición de insertar ese tipo de cláusulas, según restricción 
7
 Vid. Sentencias 125 de 19 de octubre de 1994 (CCXXXI-709/777), Exp. 3972, y 002 de 2 de 
febrero de 2001, Exp. 5670.
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que  implícitamente  se desprende  del  citado  artículo  871  del  Código  de 
Comercio, y derivar la consecuencia legal que corresponda, que no puede 
ser otra que sancionar con la invalidez la cláusula del contrato transgresora 
del mandato legal, si ello se torna necesario para mantener el equilibrio y 
por ende la justicia contractual entre las partes.
En esta misma sentencia la Corte Suprema indicó que:
(…) la actividad financiera, como motor integrante de la economía, tiene 
una función social  que supone responsabilidades,  y como tal,  de interés 
público, lo cual significa que debe estar sujeta a controles e intervenciones 
del Estado, según lo previsto en los artículos 334 y 335 de la Constitución 
Política.
Se precisa recordar aquí el contenido del artículo 333 de la Carta Política, 
que enseña lo siguiente:
La  actividad  económica  y  la  iniciativa  privada  son  libres,  dentro  de  los 
límites  del  bien  común.  Para  su  ejercicio,  nadie  podrá  exigir  permisos 
previos ni requisitos, sin autorización de la ley.
La  libre  competencia  económica  es  un  derecho  de  todos  que  supone 
responsabilidades. 
La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica 
obligaciones.  El  Estado  fortalecerá  las  organizaciones  solidarias  y 
estimulará el desarrollo empresarial. 
El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la 
libertad económica y evitará o controlará cualquier abuso que personas o 
empresas hagan de su posición dominante en el mercado nacional. 
La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el 
interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación.
Así pues la empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que 
implica obligaciones y esas obligaciones pasan por no abusar de su posición 
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en  el  mercado  y  no  aplicar  “estipulaciones  predispuestas”  que  vayan  en 
contravía  del  consumidor  y  configuren  una  trasgresión  al  mandato  del 
artículo  871  del  Código  de  Comercio,  según  el  cual  los  contratos  deben 
celebrarse y ejecutarse de buena fe y, en consecuencia, obligarán no sólo a 
lo  pactado  expresamente  en  ellos,  sino  a  todo  lo  que  corresponda  a  la 
naturaleza de los mismos, según la ley, la costumbre o la equidad natural.
Desde esta perspectiva conceptual también se hace menester recordar que 
el  artículo  1127  del  Código  de  Comercio  preceptúa  que  el  seguro  de 
responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar 
los  perjuicios  patrimoniales  que  cause  el  asegurado  con  motivo  de 
determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley, y tiene 
como  propósito  el  resarcimiento  de  la  víctima,  la  cual,  en  tal  virtud,  se 
constituye  en  el  beneficiario  de  la  indemnización,  sin  perjuicio  de  las 
prestaciones que se le reconozcan al asegurado. Se destacan de la anterior 
definición del seguro de responsabilidad dos aspectos basilares: a) que este 
seguro tiene como propósito el resarcimiento de la víctima y b) que la víctima 
se constituye en beneficiaria de la respectiva indemnización.
Ahora bien, el artículo 1088 del Código de Comercio, al disponer el carácter 
indemnizatorio del seguro, indica que respecto del asegurado los seguros de 
daños serán contratos de mera indemnización y jamás podrán constituir para 
él fuente de enriquecimiento. La indemnización podrá comprender a la vez el 
daño  emergente  y  el  lucro  cesante,  pero  éste  deberá  ser  objeto  de  un 
acuerdo  expreso,  frente  a  lo  cual  autorizada  doctrina  nacional  (NARVÁEZ 
BONNET, JORGE EDUARDO, 2011, p. 142), ha dicho:
El aspecto a destacar en este instante es que la indemnización que puedan 
derivar del contrato de seguro el asegurado o beneficiario no es de carácter 
integral, porque adolece de restricciones de carácter legal o éstas pueden 
provenir  de  las  estipulaciones  propias  del  contrato;  algunas  limitan  ese 
derecho por insuficiencia de la suma asegurada; otras, hacen partícipe al 
asegurado de la gestión del riesgo (deducibles, franquicias, coaseguros) y 
37
en  no  pocas  veces,  se  regula  la  valoración  de  los  intereses  dañados 
(cláusulas  de  valuación,  limitaciones  en  el  restablecimiento  de  la  suma 
asegurada, restricciones en la determinación del límite de responsabilidad a 
través de cláusulas de proporcionalidad, entre otros supuestos) y en otras 
hipótesis que no derivan de la protección misma otorgada bajo la respectiva 
cobertura,  el  derecho  a  la  indemnización  del  asegurado  o  beneficiario 
puede  verse  afectado  por  deficiencias  del  negocio  jurídico  mismo  que 
determinen su inexistencia, su nulidad o son consecuencia del proceder del 
asegurado en la satisfacción de las obligaciones a su cargo derivadas del 
acaecimiento  del  siniestro como aquellas  relativas a la  preservación del 
derecho  de  subrogación  del  asegurador,  la  declaración  de  los  seguros 
coexistentes, o por el hecho de desplegar una conducta carente de buena 
fe durante el trámite de la reclamación; circunstancias éstas últimas que 
pueden conducir inexorablemente a la pérdidas del derecho del asegurado 
a la indemnización.
Más adelante este mismo autor nos indica:
Es claro que hoy día la discusión que se planteó en el Derecho de Daños, 
sobre si la obligación de indemnizar, se refería a detrimentos de carácter 
patrimonial o extrapatrimonial, se encuentra superada, pues no se limita a 
bienes de contenido económico y se parte de la premisa que en frente de 
los mal llamados extrapatrimoniales, de manera indirecta o consecuencial, 
se causa un daño al patrimonio de la víctima que debe ser reparado. Es por 
ello que hoy la doctrina prefiere acogerse a la clasificación de los perjuicios 
en materiales e inmateriales, pues corresponde a un mayor rigor semántico 
y jurídico, para dar cabida dentro de éstos últimos, al denominado daño 
moral  y  al  perjuicio  fisiológico  o  de  alteración  en  las  condiciones  de 
existencia.
Y en ese mismo trabajo, a manera de conclusión, se expone:
En un contrato de seguro de daños, la indemnización por regla general no 
es de carácter pleno o integral, como quiera que la valoración del daño 
se  efectúa  al  momento  de  sobrevenir  el  siniestro  (art.  1089)  algunos 
componentes del daño pueden estar excluidos como sucede con el lucro 
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cesante (art. 1088 C. de Co.) que requiere pacto expreso, o con el daño 
moral, el perjuicio fisiológico o la alteración en las condiciones de existencia 
(…).
Por lo demás, y volviendo al texto de la Ley 1328 de 2009, se encuentra que 
esta  estatuye  en  su  artículo  7°  como  otra  obligación  especial  de  las 
entidades vigiladas, la de elaborar los contratos y anexos que regulen las 
relaciones  con  los  clientes,  con  claridad,  en  caracteres  legibles  a  simple 
vista, y ponerlos a disposición de éstos para su aceptación, añadiendo que 
copia de los documentos que soporten la relación contractual deberá estar a 
disposición del respectivo cliente, y contendrá los términos y condiciones del 
producto o servicio, los derechos y obligaciones, las tasas de interés, precios 
o tarifas y la forma para determinarlos (lit. f). Además, el artículo 9° parágrafo  
2 de la misma Ley 1328 dice, en lo relativo a la publicidad de los contratos, 
que las entidades vigiladas deberán publicar en su página de Internet el texto 
de los modelos de los contratos estandarizados que estén empleando con su 
clientela por los distintos productos que ofrecen, en la forma y condiciones 
que señale la Superintendencia Financiera de Colombia, para consulta de los 
consumidores financieros, por lo tanto, si la propia ley refiere a los “modelos 
de  los  contratos  estandarizados  que  estén  empleando  con  su  clientela”, 
quiere ello significar que los contratos de adhesión tiene incluso un aval de 
índole legal, por cuanto la ley se ocupa de regularlos en materia financiera, 
pero de esta  premisa no se puede derivar  o  concluir,  sin  alterar  el  recto 
sentido de las cosas ni la aplicación de la justicia, que con esos contratos 
estandarizados se pueda abusar o, en el mejor de los casos y para efectos 
de  esta  investigación,  exista  plena  “libertad  contractual”,  o  para  ser  más 
precisos,  que la  entidad vigilada pueda imponer  su  voluntad aun cuando 
exista violación de los derechos del consumidor financiero.
Como  se  ve,  desde  las  perspectivas  constitucional  y  de  protección  del 
consumidor financiero, en donde además de la libertad contractual existen 
otros  bienes  jurídicos  dignos  de  similar  protección  a  la  ganancia  del 
empresario  y  los  que  nunca  son  tenidos  en  cuenta  por  la  literatura 
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especializada en materia de seguros, que generalmente realiza sus enfoques 
hermenéuticos desde una visión meramente bilateral del contrato de seguro 
y no desde la función que está llamado a cumplir en la economía y en la 
protección  de  los  consumidores,  puede  decirse  que  el  carácter 
indemnizatorio  del  contrato  de  seguro  de  daños  no  es  una  razón  con 
suficiente entidad argumentativa para avalar la validez de la exclusión del 
daño moral en el contrato de seguro de responsabilidad extracontractual, sin 
perjuicio,  claro está,  que su inclusión deba ser  materia  de pacto expreso 
mediante una modificación de la prima a pagar, pero esta situación debe ser 
puesta  en  conocimiento  del  consumidor  financiero  antes  de  celebrar  el 
respectivo  contrato  de  seguros,  como  una  regla  de  transparencia  e 
información cierta, suficiente y oportuna, según lo establece el artículo 9° de 
la  Ley  1328  de  2009,  sobre  contenido  mínimo  de  la  información  al 
consumidor financiero, no con un manejo al talante del asegurador. 
 Debe indicarse en abono de nuestra tesis argumentativa que el artículo 34 
de la  Ley 1480 de 2011,  por  medio de la  cual  se expide el  Estatuto del 
Consumidor  y  se dictan otras disposiciones,  señala que “Las condiciones 
generales de los contratos serán interpretadas de la manera más favorable al 
consumidor. En caso de duda, prevalecerán las cláusulas más favorables al 
consumidor sobre aquellas que no lo sean”, y este precepto desde luego se 
aplica a las relaciones de los consumidores financieros con las entidades 
vigiladas (entre éstas las aseguradoras), por disponerlo así expresamente el 
artículo 2° inciso 2° de la misma Ley 1480 citada, el cual a la letra dice que: 
“Las  normas  contenidas  en  esta  ley  son  aplicables  en  general  a  las 
relaciones  de  consumo  y  a  la  responsabilidad  de  los  productores  y 
proveedores frente al  consumidor  en todos los sectores de la economía 
respecto de los  cuales  no exista  regulación  especial,  evento  en el  cual 
aplicará  la  regulación  especial  y  suplementariamente  las  normas 
establecidas en esta Ley”.
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Lo anterior equivale a decir que donde exista regulación especial, como en el 
caso del régimen de protección al consumidor financiero, sí es posible aplicar 
“suplementariamente” el nuevo Estatuto del Consumidor, y siendo ello así, 
como lo es, al ser obligado que las condiciones generales de los contratos 
sean interpretadas de la manera más favorable al consumidor, se tiene que 
esa exigencia hermenéutica deja de ser exclusivamente para las cláusulas o 
estipulaciones  oscuras,  y  constituye  todo  un  marco  interpretativo  de  los 
contratos de adhesión producto de la negociación en masa, y como resultado 
de la asimetría contractual que impone estándares mínimos de protección al 
consumidor aun, claro está, no solo respecto de la letra del contrato sino de 
las exclusiones que el mismo contiene. 
8.3. LA FUNCIÓN SOCIAL DEL CONTRATO DE SEGURO Y EL CARÁCTER DE INTERÉS PÚBLICO DE 
LA ACTIVIDAD ASEGURADORA COMO LÍMITE AL CONTRATO DE ADHESIÓN
El carácter resarcitorio del contrato de seguro de responsabilidad deja de 
centrar su eje definitorio en el patrimonio del asegurado, para pasar a ser  
una garantía de resarcimiento de la víctima, como claramente lo estatuye el 
artículo  1127  del  Código  de  Comercio,  por  lo  que  las  limitaciones  o 
exclusiones de responsabilidad impuestas por el asegurador, como fruto de 
la adhesión a las estipulaciones que predispone, debe ser a su vez objeto de 
limitación interpretativa,  de modo que las exclusiones han de verse como 
cláusulas sospechosas que deben ser estudiadas con rigurosidad así exista 
un  límite  de  valor  asegurado,  al  afectar  en  forma  desproporcionada  el 
derecho al resarcimiento de las víctimas como principio rector de esta clase 
de contrato de seguro. 
Al  respecto  viene  a  colación  lo  dicho  por  la  Corte  Constitucional  en  la 
Sentencia C-409 de 2009, donde respecto de la función social y el principio 
de buena fe en el contrato de seguro de responsabilidad civil dejó sentadas 
las siguientes pautas, que se citan extensamente por su trascendencia para 
este trabajo: 
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“Derivado de lo anterior, las libertades económicas que son ejercidas para 
el  tráfico  de  bienes  y  servicios,  esto  es,  de  los  derechos  e  intereses 
destinados  a  consolidar  posiciones  jurídicas  de  propiedad8,  incorporan 
dentro de su estructura la función social (art. 333 CP), como regulación de 
unos  efectos  que  siempre  están  llamadas  a  producir:  impacto  externo, 
impacto sobre terceros, externalidades. Tal es su vocación, su intención, su 
espacio, por ser facultas agendi y por operar en el mercado. 
En lo que hace a la empresa y dentro de ella, a la libertad de contratación 
con  fines  lucrativos,  la  Ley  está  por  consiguiente  llamada  a  delimitar 
jurídicamente estas libertades y por tanto sus efectos, con la intervención 
sobre todo el ciclo de la actividad económica productiva (art. 334 CP), por 
razones de interés social, ambiental, del patrimonio cultural (art. 333 CP in 
fine),  entre otros. Protege adicionalmente el  correcto ejercicio de la libre 
iniciativa y actividad económica, así como los derechos adquiridos con justo 
título,  al  mismo  tiempo  que  sanciona  el  abuso,  la  irresponsabilidad,  el 
incumplimiento de las obligaciones y deberes constitucionales y legales de 
quien ejerce tales derechos de libertad (arts. 58 y 333 CP). 
48.  Por  ello  se  habla  desde  el  Derecho  privado,  del  “principio 
contemporáneo  de  la  trascendencia  contractual  (patrimonial,  social  y 
moral), en paralelo con el principio tradicional de la relatividad contractual”. 
Un principio que tiende a prevalecer, pues no cabe duda que los contratos 
no solo traen beneficios o perjuicios a las partes, sino que cada vez es más 
claro  que  su  incidencia  tiene  efectos  sobre  terceros,  sus  derechos  e 
intereses. 
Esta  dimensión  social  de  los  contratos,  determina  que  tanto  en  su 
celebración como en su ejecución, la procura de los beneficios económicos 
deba en todo caso ser compatible con los beneficios sociales esperados, 
en  términos  de  creación  de  empleo,  de  satisfacción  de  necesidades 
humanas, mejora de las condiciones de vida, protección de los recursos 
naturales9. Todo lo anterior impone de los contratantes “comportamientos 




de todos, que permita lograr la satisfacción de los propósitos que animaron 
la  suscripción  del  contrato  para  las  partes,  así  como el  respeto  de  los 
derechos ajenos (art. 95, 1 CP), el cumplimiento de la función social (art. 58 
y 333 CP) y la realización de un orden económico justo (Preámbulo)10.
49. La función social contractual  cobra una fuerza inusitada en tratándose 
del contrato de seguro lato sensu, y muy en especial, del contrato de seguro 
de responsabilidad civil. (…).
51.  Por  ello  resulta  explicable  que  la  actividad  aseguradora  se  haya 
considerado  por  el  Constituyente,  junto  con  la  financiera  y  bursátil,  una 
actividad de interés público, cuyo ejercicio debe contar con la autorización 
previa  del  Estado  y  la  intervención  del  Gobierno,  en  el  marco  de  los 
objetivos y criterios trazados por el Legislador (arts. 333, 189 num. 24 y 25, 
150, num. 19, lit. d) CP). 
Dicho carácter, es el que determina que la intervención sobre la actividad 
aseguradora y sobre los contratos de seguros sea más intensa que la que 
de  ordinario  opera  sobre  los  negocios  entre  particulares,  pues  como se 
precisa  en  la  misma  sentencia  C-269  de  1999,  representan  un  interés 
público  que  se  encuentra  “cimentado  en  los  fines  que  como  operación 
económica persigue y en la protección de la parte más débil –asegurado y 
beneficiario–  de  la  relación  contractual”,  a  fin  de  que  “«realizadas  las 
condiciones a las que se supedita su derecho reciba efectivamente y en el 
menor tiempo posible la prestación prometida»11”.
52. La función social del contrato de seguro y el carácter de interés público 
de  la  actividad  aseguradora,  son  también  las  que  explican  por  qué  la 
doctrina es unánime al reconocer que el principio de la buena fe (art. 83 CP, 
art.  871  C.Co.)  reviste  en  los  contratos  de  seguros  una  significación 
trascendente,  como  exigencia  que  se  manifiesta  de  una  manera  más 
enfática  que en los  demás contratos,  pues gracias a  la  probidad de las 
partes, es que se hace posible el  cubrimiento oportuno y cabal del daño 
ocasionado y la reducción del impacto que este genera en los beneficiarios. 
10
11 Conforme a la Sentencia T-057 de 1995 de la Corte Constitucional. 
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(…) 53.  Tanto así  y más se predica respecto del  contrato de seguro de 
responsabilidad civil.  Esta figura  negocial  tiene por  estructura y  finalidad 
específica, condiciones que hacen de su función social y de la buena fe de 
las partes del contrato, elementos vitales, pues el cumplimiento o no de las 
obligaciones de las partes está íntimamente vinculado con el resarcimiento 
o no de la víctima de un hecho lesivo cubierto por el seguro. 
Corrobora  plenamente  esta  aseveración  el  análisis  contenido  en  la 
sentencia  de  29  de  junio  de  2007,  Ref.:  Exp.  N°11001-31-03-009-1998-
04690-01, de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. En ella, 
al analizar el contrato de seguro de responsabilidad civil se indicó que en la 
modificación  que se dispuso  mediante  la  Ley 45 de 1990,  el  Legislador 
procuró “estar a tono con las nuevas realidades sociales y económicas de la 
vida  moderna,  caracterizadas,  en  gran medida,  por  un estado de  cosas 
generador  de  situaciones  de  riesgo  potencial  para  los  asociados  y,  por 
tanto, de nuevas circunstancias que comprometen la responsabilidad civil”. 
Por tal  motivo,  consagró que esa clase de seguro tiene por propósito el 
“resarcimiento de la víctima”, que se constituye por tanto en beneficiario de 
la indemnización. Una trascendental reforma al contrato de responsabilidad 
civil que de “estar antes afincado en el asegurado y en su patrimonio, así 
como de tener por fin cardinal la protección de uno y otro, pasó a ser un 
seguro medularmente centrado en la víctima y encaminado a repararle a 
ella el perjuicio que le hubiese sido ocasionado, tanto que se le erigió en 
beneficiaria de la indemnización, a lo que se agrega que el seguro migró de 
ser un contrato a favor del asegurado para tornarse en un negocio jurídico a 
favor de terceros, fundamentalmente”.
Se resalta de la  jurisprudencia  de la  Corte Constitucional  que la  función 
social del contrato de seguro y el carácter de interés público de la actividad 
aseguradora, son también las que explican por qué la doctrina es unánime 
al reconocer que el  principio de la buena fe (art.  83 CP, art.  871 C.Co.) 
reviste en los contratos de seguros una significación trascendente, como 
exigencia que se manifiesta de una manera más enfática que en los demás 
contratos, y por ello la supuesta libertad del asegurador de predisponer a su 
talante  las  estipulaciones  contractuales,  se  encuentra  severamente 
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restringida al  tener  que ceder  el  interés  particular  en función del  interés 
general y por la función social  de la empresa,  que no se contrapone en 
forma  irreductible  al  ánimo  de  lucro,  ni  excluye  per  se  el  propósito  de 
obtener ganancias dentro de límites socialmente tolerados y jurídicamente 
admisibles. 
Pero aun admitiendo que esto último es discutible, que no puede serlo con 
arreglo al principio de interpretación conforme según el cual el alcance de 
los preceptos infraconstitucionales debe hacerse en clave constitucional, se 
tiene  que  si  las  condiciones  generales  de  los  contratos  deben  ser 
interpretadas de la manera más favorable al consumidor, no puede ser el 
monto de la  indemnización de la  póliza  razón suficiente  para que no se 
brinde al  consumidor financiero una explicación suficiente de las razones 
para que se excluya de antemano la indemnización del daño moral en el 
contrato  de  seguro  de  responsabilidad,  máxime  si  con  este  se  puede 
resarcir  a  las  víctimas,  cuyos  derechos  están  constitucionalmente 
amparados. 
Es cierto que el principio indemnizatorio en el seguro de daños es diferente al 
derecho de daños donde se persigue la indemnización integral de la víctima, 
por lo que no es posible que exista una necesaria sinonimia entre el monto de 
la indemnización derivada de la póliza y el quantum de la pérdida (NARVÁEZ 
BONNET,  JORGE EDUARDO, 2011,  p.  152),  pero  de  ese  predicamento  no  se 
desprende en forma necesaria la licitud de la exclusión del daño moral en los 
contratos de seguros por parte de las aseguradoras, máxime si el tantas veces 
citado  artículo  1127  del  Código  de  Comercio  preceptúa  que  el  seguro  de 
responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los 
perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada 
responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley, y la misma doctrina aquí 
citada  admite  el  carácter  desueto  de  la  clasificación  de  los  daños  en 
patrimoniales  o  extrapatrimoniales  para  clasificarlos  en  materiales  e 
inmateriales, ambos con carácter patrimonial y por lo mismo puestos a buen 
seguro como materia asegurable en punto al seguro de responsabilidad, de 
acuerdo a la disposición normativa citada. 
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8.4. LA EXCLUSIÓN DEL DAÑO MORAL EN EL CONTRATO DE SEGURO DE RESPONSABILIDAD ES 
UN ABUSO CONTRACTUAL O ABUSO DE LA POSICIÓN DOMINANTE CONTRACTUAL
Pues bien, después de toda la anterior conceptualización y haber analizado 
el contrato de seguro y la actividad aseguradora en general,  no como un 
simple contrato aislado de una realidad económica que tiene de trasfondo, 
sino verificada también la función social del contrato de seguro y el carácter 
de interés público de la actividad aseguradora, y como lo resalta la Corte 
Constitucional, “Dicho carácter es el que determina que la intervención sobre 
la actividad aseguradora y sobre los contratos de seguros sea más intensa 
que la que de ordinario opera sobre los negocios entre particulares, pues 
como se precisa  en la  misma Sentencia  C-269 de 1999,  representan un 
interés público que se encuentra “cimentado en los fines que como operación 
económica persigue y en la protección de la parte más débil –asegurado y 
beneficiario–  de  la  relación  contractual”,  a  fin  de  que  “realizadas  las 
condiciones a las que se supedita su derecho reciba efectivamente y en el 
menor tiempo posible la prestación prometida” (Sentencia  C-409 de 2009), 
queda claro que esa más intensa intervención no puede ser otra cosa que 
una injerencia regulatoria exhaustiva por parte del Estado colombiano, por 
medio  de  la  Superintendencia  Financiera,  en  los  contratos  de  seguro  de 
responsabilidad que celebran las aseguradoras habilitadas para funcionar en 
nuestro  país  y,  particularmente,  respecto  a  las  exclusiones  de 
responsabilidad o de cobertura de la póliza regulando los modelos de los 
contratos estandarizados.
Al respecto se memora una vez más que el artículo 9° parágrafo 2° de la Ley 
1328 de 2009 dispone lo siguiente:
“Parágrafo  2º.  Publicidad  de  los  contratos. Las  entidades  vigiladas 
deberán publicar en su página de Internet el texto de los modelos de los 
contratos  estandarizados  que  estén  empleando  con  su  clientela  por  los 
distintos productos que ofrecen, en la forma y condiciones que señale la 
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Superintendencia  Financiera  de  Colombia,  para  consulta  de  los 
consumidores financieros”.
Como  se  observa,  si  la  Superintendencia  Financiera  de  Colombia  debe 
disponer  la  forma  y  condiciones  en  que  las  entidades  vigiladas  deben 
publicar  en  su  página  de  internet  los  modelos  estandarizados  que  estén 
empleando con su clientela por los distintos productos que ofrecen, es claro 
que tienen acceso a esos modelos estandarizados, y una vez verificadas las 
exclusiones de indemnización del daño moral a las víctimas, deben entrar a 
disponer, creemos por vía general y no contrato por contrato, mediante acto 
administrativo, la prohibición de plano de la exclusión del daño moral en el  
seguro de responsabilidad civil extracontractual sin que previamente se haya 
advertido al consumidor financiero, cliente o consumidor que la prima puede 
ser negociada en términos razonables para que ese daño sea cabalmente 
indemnizado a la víctima. 
Lo  anterior  se  explica  y  tiene  un  evidente  sustento  en  la  protección  al 
consumidor  financiero,  puesto  que  si  debemos  aceptar  el  contenido  del 
artículo  1088  del  Código  de  Comercio  que  dispone  que  “Respecto  del 
asegurado, los seguros de daños serán contratos de mera indemnización y 
jamás podrán constituir para él fuente de enriquecimiento. La indemnización 
podrá comprender a la vez el daño emergente y el lucro cesante, pero éste 
deberá  ser  objeto  de  un  acuerdo  expreso”,  esto  es,  que  el  principio 
indemnizatorio del seguro de daños en el sentido que los contratos de seguro 
de daños son de mera indemnización y jamás pueden constituir fuente de 
enriquecimiento  para  el  asegurado,  tampoco  podemos  desconocer  el 
precepto inserido en el artículo 1127 del Código de Comercio, que dice: “El 
seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de 
indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo 
de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y tiene 
como  propósito  el  resarcimiento  de  la  víctima,  la  cual,  en  tal  virtud,  se 
constituye  en  el  beneficiario  de  la  indemnización,  sin  perjuicio  de  las 
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prestaciones  que  se  le  reconozcan  al  asegurado//Son  asegurables  la 
responsabilidad contractual y la extracontractual, al igual que la culpa grave, 
con la restricción indicada en el artículo 1055”, por lo que una lectura aislada 
y  no  sistematizada  del  artículo  1088  referido  daría  a  entender  que  la 
responsabilidad del asegurador es ciertamente limitada, pero este apotegma 
no excluye de ninguna manera la protección de las víctimas, cuyos derechos 
son prevalentes en el ordenamiento jurídico y no pueden ser excluidos sin 
fórmula  de  juicio  por  las  aseguradoras  mediante  estipulaciones 
predispuestas que por tal razón llegan a constituir un abuso contractual y a la 
vez un abuso de la posición dominante. 
En la citada Sentencia C-409 de 2009, respecto del carácter constitucional 
del derecho de las víctimas, indicó la Corte:
33. Pero hay que decir además que el fundamento de la protección celosa 
de  las  víctimas  y  de  su  reparación  integral,  siguiendo  reiterada 
jurisprudencia12, tiene un soporte constitucional no sólo en las disposiciones 
que contemplan las funciones y competencias de la Fiscalía General de la 
Nación (art. 250, 6º y 7º) en su redacción proveniente de las modificaciones 
introducidas mediante el Acto Legislativo N° 3 de 2002, sino también en la 
dignidad humana y la solidaridad como fundamentos del Estado social del 
Derecho  (art.  1º),  en  el  fin  esencial  del  Estado  de  hacer  efectivos  los 
derechos y dar cumplimiento al deber de las autoridades de asegurar la 
vigencia  de  un  orden  justo  (Preámbulo  y  art.  2°),  en  el  mandato  de 
protección de las personas que se encuentran en circunstancia de debilidad 
manifiesta (art. 13), en disposiciones contenidas en los tratados que hacen 
parte  del  bloque  de  constitucionalidad  o  que  sirven  como  criterio  de 
interpretación de los derechos (art.  93)13,  en el  derecho de acceso a la 
12 Vid Sentencia  C-210 de 2007,  y  la  jurisprudencia  que allí  se  retoma,  entre  otras,  las 
Sentencias C-228 de 2002, C-805 de 2002, C-916 de 2002, C-570 de 2003 y C-899 de 2003.
13
 Sobre las fuentes de derecho internacional de los derechos humanos en las que se hallan 
bases para el reconocimiento, establecimiento e interpretación de los derechos y garantías 
para  las  víctimas  del  delito,  en  particular  de  los  delitos  que  atentan  contra  derechos 
fundamentales,  se  encuentra,  según  reiterada  jurisprudencia  (v.gr.  Sentencia  C-916  de 
2002), el derecho de acceso a los tribunales para hacer valer los derechos mediante los 
recursos  ágiles  y  efectivos  (Declaración  Americana  de  Derechos  del  Hombre,  art.  18, 
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justicia (art. 229) y, no hay por qué descartarlo, en el principio general del 
derecho de daños según el cual el dolor con pan es menos (art. 230). 
Es decir,  el  derecho de reparación de las víctimas, aunque delimitado y 
definido  primordialmente  a  partir  de  la  configuración  legislativa,  es  un 
derecho de raigambre constitucional y en ese tanto, no puede ser protegido 
o regulado con cualesquiera contenidos y formas, pues debe preservarse 
en todo caso el significado iusfundamental que comporta para los sujetos a 
quienes va dirigido. 
Por tanto, si  el  derecho a la reparación de las víctimas es de “raigambre 
constitucional”, tomando la frase de la Corte Constitucional, por el carácter 
normativo de la Constitución puede concluirse que, lejos de constituir  una 
formulación  meramente  retórica  y  desprovista  de  efectos  prácticos,  debe 
tener consecuencias jurídicas directas y de índole patrimonial en beneficio de 
la  víctimas  y  para  resarcir  el  daño  que  hayan  recibido  del  asegurado, 
específicamente el moral. Es claro que en un balance entre el límite máximo 
de la indemnización (C. de Co., art. 1089) y el derecho de las víctimas a la 
reparación  integral  debe  hacerse  prevalecer  este  último,  así  ello  genere 
consecuencias  económicas  sobre  las  aseguradoras,  y  que  esta  última 
consecuencia no es razón de peso para dejar a las víctimas desprovistas de 
un  amparo  patrimonial  por  un  daño  cierto.  La  protección  del  consumidor 
Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 8° y Convención Americana de Derechos 
Humanos, 8), el artículo 63.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, artículo 
63.1, relacionado con el poder de la CIDH para garantizar a la víctima de violación de los  
derechos de la Convención,  entre otras,  “el  pago de una justa indemnización a la parte 
lesionada”;  Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de 
delitos y del abuso de poder, adoptada por la Asamblea General en su Resolución 40/34 de 
29  de  noviembre  de  1985,  Resarcimiento;  los  Principios  y  Directrices  Básicos  sobre  el 
derecho  de  las  víctimas  de  violaciones  manifiestas  de  las  normas  internacionales  de 
derechos  humanos  y  de  violaciones  graves  de  Derecho  Internacional  Humanitario  a 
interponer  recursos  y  obtener  reparaciones,  adoptado  por  la  Comisión  de  Derechos 
Humanos de Naciones Unidas, mediante Resolución 2005/35 del 20 de abril; Observación 
N° 31: la índole de la obligación jurídica general impuesta a los Estados partes en el Pacto,  
preparada  por  el  entonces  Comité  de  Derechos  Humanos,  el  26  de  mayo  de  2004,  
Resolución 60/147 aprobada por la Asamblea General el 16 de diciembre de 2005, mediante 
la cual se adoptan los  Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones  manifiestas  de  las  normas  internacionales  de  derechos  humanos  y  de 
violaciones graves del Derecho Internacional Humanitario a interponer recursos y obtener 
reparaciones. 
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financiero  que  contrata  el  seguro  de  responsabilidad  también  así  lo 
demanda, puesto que si bien el asegurador se subroga en virtud de lo que 
pague a la víctima y contra el  causante directo del daño, ese aspecto no 
interesa a la víctima, y además tendrá que ser previamente negociado entre 
el  asegurador  y  tomador,  en  la  forma  que  disponga  la  Superintendencia 
Financiera, pero de ninguna manera bajo el expediente sencillo de exclusión 
de  responsabilidad  impuesta  unilateralmente  por  la  aseguradora.  Si  el 
asegurador en el seguro de responsabilidad civil debe resarcir a la víctima,  
este resarcimiento ciertamente debe y tiene que comprender el daño moral. 
Si el seguro de responsabilidad tiene como propósito el resarcimiento de la 
víctima, en los términos del tantas veces citado artículo 1127 del Código de 
Comercio, debe aplicarse el principio de la reparación integral previsto en el 
artículo 16 de la Ley 446 de 1998, máxime si los damnificados tienen acción 
directa contra el asegurador, como reza el artículo 87 de la Ley 45 de 1990, 
que modificó el artículo 1133 del Código de Comercio, pues ningún sentido 
tendría permitir al afectado accionar contra el asegurador si su indemnización 
puede  ser  recortada  en  lo  tocante  al  daño  moral  y  desconociendo  la 
formulación general del artículo 16 de la Ley 448, acorde con la cual dentro 
de  cualquier  proceso  que  se  surta  ante  la  administración  de  justicia  la 
valoración de los daños irrogados a las personas atenderá los principios de 
reparación integral y equidad, lo que denota que no es permitido esguinces 
interpretativos en la materia. La Corte Constitucional en la Sentencia C-163 
de 2000 dejó dicho lo siguiente: 
Al  respecto,  esta  Corporación  debe  recordar  que  la  Ley  446  de  1998, 
estableció en su artículo 116 (sic) que “dentro de cualquier proceso que se 
surta ante la administración de justicia, la valoración de los daños irrogados 
a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral 
y  equidad,  y  observarán los  criterios  técnicos  actuariales”.  Por  lo  tanto, 
independientemente de la jurisdicción encargada de establecer el cuantum 
de una indemnización de perjuicios, el operador jurídico deberá propender 
porque la reparación sea integral, es decir que cubra los daños materiales y 
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morales  causados,  ya  que  a  las  autoridades  judiciales  les  asiste  el 
compromiso de investigar  y  juzgar  los  delitos,  no sólo con el  ánimo de 
protección  de  aquellos  bienes  jurídicamente  tutelados  de  singular 
importancia para la comunidad,  sino también para administrar justicia en 
forma  que  mejor  proteja  los  intereses  del  perjudicado,  quien  es 
concretamente, el titular del bien jurídico afectado. En consecuencia, si en 
un caso particular la víctima o sus causahabientes estiman que el juez civil 
no incluyó en la liquidación de los perjuicios otros factores como los daños 
morales,  obviamente  pueden  procurar  que  la  indemnización  sea 
efectivamente integral acudiendo a los medios que el ordenamiento jurídico 
establezca para el efecto.
De este modo, bien puede hacerse la formulación con arreglo a la cual el  
tercero damnificado sí  está legitimado tanto para pedir  de la aseguradora 
como a  obtener  de  ésta  la  reparación  del  perjuicio  moral  irrogado  como 
consecuencia del daño causado por un tercero, sin que la exclusión pactada 
entre asegurador y tomador le pueda ser oponible en aplicación del principio 
de reparación integral y por el carácter relativo de los contratos (C.C., art.  
1602).  Otra cosa es que las aseguradoras ante esa evidencia conceptual 
deban tomar  los recaudos pertinentes  en materia  de  primas,  a  efecto de 
precaver  las  consecuencias  de  indemnizar  los  perjuicios  morales 
ocasionados, pero esto último tampoco es argumento con la suficiente fuerza 
argumentativa  para  desnaturalizar  el  resarcimiento  de  la  víctima  como 
propósito del seguro de responsabilidad.
Adicionalmente, si como vimos antes en materia de derecho de daños resulta 
anacrónica  la  clasificación  de  daños patrimoniales  y  extrapatrimoniales,  y 
más bien se habla hoy de perjuicios materiales e inmateriales, de ello se 
puede  derivar  con  pretensión  de  corrección  que  si  el  seguro  de 
responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar 
los  perjuicios  patrimoniales que  cause  el  asegurado  con  motivo  de 
determinada  responsabilidad  en  que  incurra  de  acuerdo  con  la  ley,  esta 
indemnización puede y debe comprender el daño moral, que es un perjuicio 
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patrimonial  de  índole  inmaterial.  En  otras  palabras,  los  perjuicios 
patrimoniales no excluyen de plano el resarcimiento del daño moral, por lo 
que acudir a una interpretación restrictiva de esta frase no parece tener un 
sólido sustento jurídico y menos si se trata de resarcimiento de la víctima, 
cuyos derechos no pueden verse menoscabados por criterios hermenéuticos 
limitativos,  que  además  constituirían  una  restricción  de  la  tutela  judicial 
efectiva (Const. Pol., art. 229). 
Por  lo  demás,  el  artículo  1627  del  Código  Civil  contiene  la  siguiente 
regulación: “El pago se hará bajo todos respectos en conformidad al tenor de 
la obligación; sin perjuicio de lo que en los casos especiales dispongan las 
leyes”, lo que extrapolado al tema de la responsabilidad es tanto como decir 
que  el  pago  solo  tiene  poder  liberatorio  si  comprende  todos  los  daños 
irrogados (C.C., art. 2341). 
8.5. DEL DEBER DE INFORMACIÓN AL CONSUMIDOR FINANCIERO EN EL CONTRATO DE SEGURO 
Autorizada  doctrina  tiene  establecido  que  en  la  formación  del  contrato  de 
seguro existen unos deberes recíprocos de información, y derivado de él un 
deber  genérico  de  información  como  deber  secundario  de  conducta 
precontractual (STIGLIZ, RUBÉN S., 2010, p. 77). Es conocido que el contrato de 
seguro está regido por el apotegma de la uberrimae bona fides, o si se quiere 
decir  textualmente  una  muy  abundante  buena  fe,  sobre  todo  en  la  fase 
precontractual,  y  que  se  postula  a  partir  del  artículo  1058  del  Código  de 
Comercio sobre declaración del tomador acerca del estado de riesgo. Allí se 
dice  que  el  tomador  está  obligado  a  declarar  sinceramente  los  hechos  o 
circunstancias que determinan el estado del riesgo, según cuestionario que le 
sea propuesto por el asegurador. 
La  Sala  Civil  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  ha  indicado  lo  sucesivo 
respecto de la buena fe en el contrato de seguro14, así:
En inequívoco desarrollo del acerado principio de la uberrimae bona fides, 
que, como se ha aceptado de manera universal y pacífica, estereotipa por 
14 Sentencia del 12 de septiembre de 2002. Exp. 7011. M.P: Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo, 
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antonomasia  al  contrato  de  seguro,  el  artículo  1058  del  Código  de 
Comercio, con justeza, ha impuesto al tomador la carga de declarar con 
“sinceridad” el estado del riesgo, quedándole vedado, entonces, incurrir en 
reticencias o inexactitudes respecto de las circunstancias que lo rodean, so 
pena de que tal proceder, de suyo antijurídico, amén de violatorio de caros 
y basilares axiomas de acendrado contenido jurídico y ético,  de lugar  –
según el caso– a la nulidad relativa del negocio aseguraticio. Lo anterior, en 
la  inteligencia  que  de  haber  conocido  oportunamente  el  asegurador  los 
hechos concernientes al precitado riesgo asegurado, en sus verdaderos y 
reales alcances, se hubiera abstenido de celebrarlo, o hubiera accedido a 
ello, pero en condiciones más onerosas para su co-contratante (relevancia 
de la  reticencia  o de la  inexactitud).  Es en ese sentido,  que el  referido 
artículo  1058,  en lo  pertinente,  impera que “el  tomador  está  obligado  a 
declarar  sinceramente  los  hechos  o  circunstancias  que  determinan  el 
estado de riesgo”.
Ahora bien, aceptado que el contrato de seguros exige buena fe del tomador 
y  que  éste  no  puede  incurrir  en  reticencia  o  inexactitud  sobre  hechos  o 
circunstancias  que,  conocidos  por  el  asegurador,  lo  hubieran  retraído  de 
celebrar el contrato (C. de Co., art. 1058), debe anotarse paralelamente que 
cuando el artículo 863 del mismo Código de Comercio dispone que las partes 
deberán proceder de buena fe exenta de culpa en el período precontractual, 
so  pena  de  indemnizar  los  perjuicios  que  se  causen,  está  indicando 
asimismo  que  esos  deberes  de  buena  fe  no  son  solo  del  tomador  sino 
también de la aseguradora, y que por ende ésta no se encuentra exenta de 
obrar  de  buena  fe  en  la  fase  precontractual,  lo  cual  se  materializa 
principalmente explicando al tomador que como el seguro de responsabilidad 
impone a cargo del  asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios 
patrimoniales  que  cause  el  asegurado  con  motivo  de  determinada 
responsabilidad y tiene como “propósito el resarcimiento de la víctima” (C. de 
Co., art. 1127), emerge de ello que la compañía aseguradora más que un 
deber  de  información  tiene  la  obligación  de  poner  en  conocimiento  del 
tomador que la víctima de un daño, entre otros perjuicios, puede reclamar el 
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resarcimiento del daño moral, y que si bien lo excluye de su cobertura una 
vez se produzca el siniestro, puede ampararlo pagando un valor de más por 
su prima.
Al respecto,  el artículo 3° literal C de la Ley 1328 de 2009 dispone como uno 
de  los  principios  orientadores  que  rigen  las  relaciones  entre  los 
consumidores financieros y las entidades vigiladas, el siguiente:
c)  Transparencia  e  información  cierta,  suficiente  y  oportuna.  Las 
entidades  vigiladas  deberán  suministrar  a  los  consumidores  financieros 
información cierta, suficiente, clara y oportuna, que permita, especialmente, 
que los consumidores financieros conozcan adecuadamente sus derechos, 
obligaciones  y  los  costos  en  las  relaciones  que  establecen  con  las 
entidades vigiladas. 
Por ello el deber de transparencia que tienen las entidades vigiladas, entre 
ellas  las  aseguradoras,  incluye  el  de  suministrar  a  los  consumidores 
financieros información cierta,  suficiente, clara y oportuna, que permitan a 
estos conocer adecuadamente sus derechos y obligaciones, y los costos de 
las relaciones que establezcan.
La doctrina ya citada (STIGLIZ RUBÉN S., 2010, pp. 78-79), respecto al deber 
precontractual de información en el contrato de seguro, ha dicho lo siguiente:
El deber precontractual de información conceptualmente integra uno más 
amplio,  el  de  cooperación,  aun  cuando  uno  y  otro  sean  derivados 
necesarios de la buena fe debida. Si bien la colaboración se sitúa en todo 
el  iter contractual,  desde  los  tramos  preliminares  hasta  el  período  de 
ejecución  la  información  cobra  especial  relieve  en  las  negociaciones 
previas a la conclusión del contrato.
El deber de información encuentra su fundamento final en la necesidad de 
establecer o, en su caso, restablecer el equilibrio desde el inicio mismo de 
las tratativas. 
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Lo expresado significa que el objeto contractual, la materia de que trata el 
contrato  y  las  circunstancias  atinentes  a  ella  deben  ser  conocidas  por 
ambas  partes  en  etapa  de  tratativas,  para  preservar  la  relación  de 
equivalencia  al  tiempo  de  perfeccionamiento  del  contrato.  Lo  que 
presupone que, de no ser así, si el que dispone de la información la oculta 
o  la  suministra  falsamente,  el  contrato  se  ha  concluido  en  situación  de 
desigualdad, de tal relevancia que vicia el consentimiento.
En suma, el  fundamento del deber de información halla  su fuente en la 
desigualdad  de los  conocimientos  sobre  circunstancias  relevantes  de la 
materia que será objeto del contrato.
La  protección  a  favor  del  desinformado  se  sustenta  en  una  suerte  de 
“presunción  de ignorancia  legítima”,  que de ninguna  manera importa  un 
derecho ganado a la pasividad, pues la condición de desinformado no lo 
legitima a sustraerse del deber de colaboración consigo mismo. Para ello 
deberá recabar información. Este deber porta el límite de su comprensión 
en concreto, como sujeto desinformado y con relativas posibilidades para 
comprender qué es lo que ignora y cuál es la información que precisa. 
Así pues, fácilmente se colige de lo anterior: 
 Que  de  acuerdo  a  la  Ley  1328  de  2009  uno  de  los  principios 
orientadores de las relaciones entre consumidores financieros y las entidades 
vigiladas es la transparencia e información cierta, suficiente y oportuna, que 
es un deber de estas últimas entidades frente a los primeros.
 Que  el  deber  de  información  encuentra  su  fundamento  final  en  la 
necesidad de establecer o, en su caso, restablecer el equilibrio desde el inicio 
mismo de las tratativas.
 Que  el  asegurador  es  quien  profesionalmente  se  dedica  a  una 
actividad mercantil respecto de la cual la ley determina que las empresas de 
seguros  y  la  actividad  aseguradora  tienen  tal  carácter  (C.de  Co.,  art.  20 
num.), por lo que tiene un conocimiento mayor que el tomador respecto a las 
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coberturas y amparos del contrato, lo que se traduce en una desigualdad de 
conocimientos que socava el equilibrio contractual.
 Que  si  el  seguro  de  responsabilidad  tiene  como  “propósito  el 
resarcimiento de las víctimas” estas tienen derecho a reclamar respecto del 
causante del daño la reparación del perjuicio moral, se deduce de todo lo 
anterior  que  también  tiene  la  aseguradora  un  deber  de  buena  fe 
precontractual  informando  a  satisfacción  del  tomador  esta  última 
circunstancia sin imponer en formato pre-impreso o en cláusula predispuesta 
la  exclusión  del  daño  moral,  porque  pesa  sobre  el  asegurador  el 
correspondiente  deber  de  información  sobre  esa  salvedad  contractual,  de 
tanta  trascendencia  que  involucra  derechos  de  terceros  y  el  derecho  del 
tomador a cubrirse de riesgos que deben estar a salvo en la póliza, haciendo 
posible de esa manera el cubrimiento oportuno y cabal del daño ocasionado y 
la reducción del impacto que este genera en los beneficiarios. 
Queda  evidenciado  que  el  deber  de  información  tiene  un  propósito  de 
equilibrio contractual el cual, dicho sea de paso, sí existe en los contratos 
aleatorios como el de seguro (C. de Co., art. 1036), pues este último carácter 
no  autoriza  a  abusar  de  la  posición  contractual  ni  a  ocultar  información 
relevante al consumidor financiero, y que de haber conocido éste a cabalidad 
la trascendencia de la exclusión del daño moral de la cobertura del contrato 
de seguro de responsabilidad, hubiera desistido de celebrarlo o lo hubiera 
celebrado en mejores condiciones. 
9. MARCO JURÍDICO
9.1. CÓDIGO DE COMERCIO COLOMBIANO (DECRETO 410 DE 1971)
Artículo 1036. Contrato de seguro. Artículo subrogado por el artículo 1° 
de la Ley 389 de 1997. El nuevo texto es el siguiente: “El seguro es un 
contrato consensual, bilateral, oneroso, aleatorio y de ejecución sucesiva”.
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Artículo 1037. Partes en el contrato de seguro. Son partes del contrato 
de seguro:
1)  El  asegurador,  o  sea  la  persona  jurídica  que  asume  los  riesgos, 
debidamente autorizada para ello con arreglo a las leyes y reglamentos, y
2) El tomador, o sea la persona que, obrando por cuenta propia o ajena, 
traslada los riesgos.
Artículo  1045.  Elementos  esenciales. Son  elementos  esenciales  del 
contrato de seguro:
1) El interés asegurable;
2) El riesgo asegurable;
3) La prima o precio del seguro, y
4) La obligación condicional del asegurador.
En defecto de cualquiera  de estos elementos,  el  contrato de seguro no 
producirá efecto alguno.
Artículo 1046. Prueba del contrato de seguro-póliza. Artículo subrogado 
por el artículo 3° de la Ley 389 de 1997. El nuevo texto es el siguiente: “El 
contrato de seguro se probará por escrito o por confesión.
”Con  fines  exclusivamente  probatorios,  el  asegurador  está  obligado  a 
entregar en su original, al tomador, dentro de los quince días siguientes a la 
fecha de su celebración el documento contentivo del contrato de seguro, el 
cual se denomina póliza, el que deberá redactarse en castellano y firmarse 
por el asegurador.
”La Superintendencia Bancaria señalará los ramos y la clase de contratos 
que se redacten en idioma extranjero.
”Parágrafo. El  asegurador  está  también  obligado  a  librar  a  petición  y  a 
costa del tomador, del asegurado o del beneficiario duplicados o copias de 
la póliza”.
57
Artículo  1127.  Definición  de  seguro  de  responsabilidad. Artículo 
subrogado por el artículo 84 de la Ley 45 de 1990. El nuevo texto es el 
siguiente: “El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la 
obligación  de  indemnizar  los  perjuicios  patrimoniales  que  cause  el 
asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de 
acuerdo con la ley y tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la 
cual, en tal virtud, se constituye en el beneficiario de la indemnización, sin 
perjuicio de las prestaciones que se le reconozcan al asegurado.
”Son asegurables  la  responsabilidad  contractual  y  la  extracontractual,  al 
igual que la culpa grave, con la restricción indicada en el artículo 1055”.
Artículo 1129.  Nulidad absoluta del  seguro de responsabilidad. Será 
nulo, de nulidad absoluta, el seguro de responsabilidad profesional cuando 
la profesión y su ejercicio no gocen de la tutela del Estado o cuando, al 
momento de celebrarse el contrato, el asegurado no sea legalmente hábil 
para ejercer la profesión.
Artículo  1130.  Terminación  del  contrato  de  seguro  de 
responsabilidad. El  seguro  de  responsabilidad  profesional  válidamente 
contratado terminará cuando el asegurado sea legalmente inhabilitado para 
el ejercicio de su profesión.
Artículo 1131. Ocurrencia del siniestro. Artículo subrogado por el artículo 
86 de la Ley 45 de 1990. El nuevo texto es el siguiente: “En el seguro de 
responsabilidad se entenderá ocurrido el siniestro en el momento en que 
acaezca el hecho externo imputable al asegurado, fecha a partir de la cual 
correrá  la  prescripción  respecto  de  la  víctima. Frente  al  asegurado  ello 
ocurrirá  desde  cuando  la  víctima  le  formula  la  petición  judicial  o 
extrajudicial” (subrayas fuera del texto).
Artículo 1133. Acción directa contra el asegurador. Artículo subrogado 
por el artículo 87 de la Ley 45 de 1990. El nuevo texto es el siguiente: “En 
el  seguro de responsabilidad civil  los damnificados tienen acción directa 
contra  el  asegurador.  Para  acreditar  su  derecho  ante  el  asegurador  de 
acuerdo con al  artículo 1077,  la víctima en ejercicio de la acción directa 
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podrá en un solo proceso demostrar  la responsabilidad del asegurado y 
demandar la indemnización del asegurador”.
Artículo 1134. Contrato de reaseguro. Artículo subrogado por el artículo 
88 de la Ley 45 de 1990. El nuevo texto es el  siguiente:  “En virtud del 
contrato de reaseguro el reasegurador contrae con el asegurador directo 
las mismas obligaciones que éste ha contraído con el tomador o asegurado 
y comparte análoga suerte en el desarrollo del contrato de seguro, salvo 
que se compruebe la mala fe del asegurador, en cuyo caso el contrato de 
reaseguro no surtirá efecto alguno.
”La  responsabilidad  del  reasegurador  no  cesará,  en  ningún  caso,  con 
anterioridad a los términos de prescripción de las acciones que se derivan 
del contrato de seguro.
”Estos términos no pueden ser modificados por las partes”.
9.2. ESTATUTO ORGÁNICO DEL SISTEMA FINANCIERO (DECRETO 663 DE 1993) 
Artículo 5°. Entidades aseguradoras e intermediarios. 
1. Entidades  aseguradoras. Son  entidades  aseguradoras  las 
compañías y cooperativas de seguros y las de reaseguros. 
Artículo  46.  Objetivos  de  la  intervención. Conforme  al  artículo  150 
numeral 19 literal d) de la Constitución Política, corresponderá al Gobierno 
Nacional ejercer la intervención en las actividades financiera, aseguradora, 
y  demás  actividades  relacionadas  con  el  manejo,  aprovechamiento  e 
inversión  de  los  recursos  captados  del  público,  con  sujeción  a  los 
siguientes objetivos y criterios: 
 ”a. Que el desarrollo de dichas actividades esté en concordancia con el 
interés público; 
”b.  Que  en  el  funcionamiento  de  tales  actividades  se  tutelen 
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adecuadamente los intereses de los usuarios de los servicios ofrecidos por 
las entidades objeto de intervención y, preferentemente, el de ahorradores, 
depositantes, asegurados e inversionistas; 
”c.  Que las entidades que realicen las actividades mencionadas cuenten 
con los niveles de patrimonio adecuado para salvaguardar su solvencia; 
”d.  Que  las  operaciones  de  las  entidades  objeto  de  la  intervención  se 
realicen en adecuadas condiciones de seguridad y transparencia; 
”e. Promover la libre competencia y la eficiencia por parte de las entidades 
que tengan por objeto desarrollar dichas actividades; 
”f.  Democratizar  el  crédito,  para  que  las  personas  no  puedan  obtener, 
directa o indirectamente, acceso ilimitado al crédito de cada institución y 
evitar la excesiva concentración del riesgo; 
”g. Proteger y promover el desarrollo de las instituciones financieras de la 
economía solidaria; 
”h. Que el sistema financiero tenga un marco regulatorio en el cual cada 
tipo  de  institución  pueda  competir  con  los  demás  bajo  condiciones  de 
equidad  y  equilibrio  de  acuerdo  con  la  naturaleza  propia  de  sus 
operaciones.
”Parágrafo. El  Gobierno  Nacional  ejercerá  las  facultades  que  le  otorga 
esta  ley  con  base  en  el  principio  de  la  economía  y  preservando  la 
estabilidad en la regulación”. 
9.3. LEY 446 DE 1998 
Artículo 16.  Valoración de daños. Dentro de cualquier  proceso que se 
surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a 
las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral 
y equidad y observará los criterios técnicos actuariales (subrayas fuera del 
texto).
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9.4. LEY 45 DE 1990 
Por la cual se expiden normas en materia de intermediación financiera, se 
regula la actividad aseguradora, se conceden unas facultades y se dictan 
otras disposiciones.
9.5. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA DE 1991  
Artículo  1°. Colombia  es  un  Estado  social  de  derecho,  organizado  en 
forma  de  República  unitaria,  descentralizada,  con  autonomía  de  sus 
entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el 
respeto  de  la  dignidad  humana,  en  el  trabajo  y  la  solidaridad  de  las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general.
Artículo  2°. Son  fines  esenciales  del  Estado:  servir  a  la  comunidad, 
promover  la  prosperidad  general  y  garantizar  la  efectividad  de  los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la 
participación  de  todos  en  las  decisiones  que  los  afectan  y  en  la  vida 
económica,  política,  administrativa  y  cultural  de  la  Nación;  defender  la 
independencia  nacional,  mantener  la  integridad  territorial  y  asegurar  la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y 
demás  derechos  y  libertades,  y  para  asegurar  el  cumplimiento  de  los 
deberes sociales del Estado y de los particulares.
Artículo  78. La  ley  regulará  el  control  de  calidad  de  bienes  y  servicios 
ofrecidos y prestados a la comunidad, así como la información que debe 
suministrarse al público en su comercialización.
Serán responsables, de acuerdo con la ley, quienes en la producción y en 
la  comercialización  de  bienes  y  servicios,  atenten  contra  la  salud,  la 
seguridad y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios.
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El  Estado  garantizará  la  participación  de  las  organizaciones  de 
consumidores  y  usuarios  en  el  estudio  de  las  disposiciones  que  les 
conciernen.  Para  gozar  de  este  derecho  las  organizaciones  deben  ser 
representativas y observar procedimientos democráticos internos.
Artículo 88. La ley regulará las acciones populares para la protección de 
los  derechos  e  intereses  colectivos,  relacionados  con  el  patrimonio,  el 
espacio, la seguridad y la salubridad públicas, la moral administrativa, el 
ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que 
se definen en ella.
También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un 
número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones 
particulares.
Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño 
inferido a los derechos e intereses colectivos.
Hemos  mencionado  la  Constitución  Política  de  Colombia,  ya  que  en  la 
misma se le da categoría de constitucional fundamental a los derechos de 
los consumidores.
Jurisprudencialmente  señalamos  sentencias  de  la  Sala  Civil  de  la  Corte 
Suprema de Justicia del 04 de noviembre de 2009, 14 de diciembre de 2011, 
29  de  junio  de  2007  y  12  de  septiembre  de  2002,  ya  que  las  mismas 




Sentencia C-269 de 28 de abril de 1999 de la Corte Constitucional. La 
actividad aseguradora tiene una gran influencia en  el  campo social  y 
configura, a la vez, uno de los renglones más importantes dentro de una 
economía de mercado en desarrollo.
 Sentencia de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia del 04 
de  noviembre  de  2009. El  contrato  de  seguro  es  un  contrato  de 
adhesión  que  hace  necesaria  la  intervención  de  la  autoridad 
administrativa  correspondiente,  encaminada  a  poner  coto  a  las 
atribuciones del proponente.
 Sentencia de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia del 14 
de diciembre de 2011. El sector bancario y el financiero en general 
ejercen una posición dominante en el mercado.
 Sentencia C-409 de 17 de junio 2009 de la Corte Constitucional 
(Ref.: Exp. D-7478.  M.P.: Juan Carlos Henao Pérez). El seguro es 
un contrato cuyo  objeto último se encuentra en dar  respuesta a la 
necesidad de eliminar las consecuencias derivadas de la realización 
de  un  riesgo,  cuya  ocurrencia  aunque  futura  e  incierta,  por  las 
repercusiones individuales y sociales que puede alcanzar, imponen la 
adopción de técnicas de previsión con las que se puedan atender los 
eventos dañosos que en su caso puedan ocasionarse, cualquiera sea 
la fuente que los origina15.
 Sentencia de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia de 29 
de  junio  de  2007. El  seguro  de  responsabilidad  civil  ya  no  está 
fundado en la protección del asegurado, sino centrado en la víctima.
15 El contrato de seguro de responsabilidad civil  definido en el artículo 1127 del Código de 
Comercio, subrogado por el artículo 84 de la Ley 45 de 1990, como aquel que “(…) impone a 
cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el 
asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y 
tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, en tal virtud, se constituye en el 
beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las prestaciones que se le reconozcan al 
asegurado. La forma de demostrar la existencia de un contrato de seguro será tanto la póliza, 
prueba por excelencia del mismo, como cualquier otro documento escrito en el que aparezcan 
con claridad los elementos que tipifican el contrato”.
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 Sentencia C-163  de  23  de  febrero  de  2000  de  la  Corte 
Constitucional. La indemnización de las víctimas debe ser integral.
 Sentencia de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia del 12 
de septiembre de 2002. El contrato de seguro es de ubérrima buena fe.
 Sentencia C-662 de 8 de junio de 2000 de la Corte Constitucional 
(Ref.: Exp. D-2693.  M.P.:  Fabio Morón Díaz). El mensaje de datos 
como  tal  debe  recibir  el  mismo  tratamiento  de  los  documentos 
consignados  en  papel,  es  decir,  debe  dársele  la  misma  eficacia 
jurídica.
 Sentencia  C-640  de  18  de  agosto  de  2010  de  la  Corte 
Constitucional (Ref.: Exp. D-7999. M.P.: Mauricio González Cuervo). Las 
actividades  financiera,  bursátil  y  aseguradora  son  esenciales  para  el 
desarrollo económico, constituyen el principal mecanismo de administración 
del ahorro del público y de financiación de la inversión pública y privada, y 
está fundado en un pacto intangible de confianza. El mantenimiento de esa 
confianza pública es el objetivo principal de la intervención del Estado en este 
tipo de actividades16.
 Sentencia  T-057  de  20  de  febrero  de  1995  de  la  Corte 
Constitucional (Ref.: Exp. T-49986. M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz). De 
acuerdo  con  el  artículo  335  de  la  Constitución  Política,  la  actividad 
aseguradora es de interés público y se ejerce con arreglo a la ley. Consulta 
el interés público de que en los contratos de seguros, la parte débil que, por 
lo  general,  se  identifica  con  el  asegurado  o  beneficiario,  realizadas  las 
condiciones a las que se supedita su derecho, reciba efectivamente y en el 
menor tiempo posible la prestación prometida. El reconocimiento de mérito 
ejecutivo a la póliza, sin duda, constituye un instrumento eficaz diseñado por 
16
 La actividad aseguradora, como subsector económico, comparte con la actividad financiera, la 
actividad bursátil, y cualquier otra relacionada con el manejo, aprovechamiento o inversión de 
recursos  captados  del  público,  la  calidad  de  ser  una  actividad  económica  explícitamente 
mencionada en la Constitución.
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la ley para la defensa efectiva de los derechos de los asegurados. Como 
quiera  que  la  disposición  se  inspira  en  el  interés  general  y  en  el 
favorecimiento de la parte débil  del  contrato, no puede ser derogada por 
pactos particulares.
 Sentencia  C-210  de  21  de  marzo  de  2007  de  la  Corte 
Constitucional  (Ref.:  Exp.  D-6405.  M.P.:  Marco  Gerardo  Monroy 
Cabra). La víctima directa acreditará sumariamente su condición de tal, la 
naturaleza del daño recibido y la cuantía de su pretensión.
 Sentencia  C-899  de  7  de  octubre  de  2003  de  la  Corte 
Constitucional  (Ref.:  Exp.  D-4562.  M.P.:  Marco Gerardo Monroy 
Cabra). La víctima o perjudicado por un delito no sólo tiene derecho a 
la reparación económica de los perjuicios que se le hayan causado, 
trátese  de  delitos  consumados  o  tentados,  sino  que  además tiene 
derecho a que a través del proceso penal se establezca la verdad y se 
haga justicia17.
 Sentencia C-228 de 3 de abril de 2002 de la Corte Constitucional 
(Ref.:  Exp.  D-3672.  MM.PP.:  Manuel  José  Cepeda  Espinosa y 
Eduardo  Montealegre  Lynett).  Artículo  137. Definición. Con  la 
finalidad de obtener el restablecimiento del derecho y el resarcimiento 
del  daño  ocasionado  por  la  conducta  punible,  el  perjudicado o sus 
sucesores,  a  través  de  abogado,  podrán  constituirse  en  parte  civil 
dentro de la actuación penal.
Sentencia C-916 de 29 de octubre de 2002 de la Corte Constitucional 
(Ref.: Exp. M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa). El ejercicio de todo 
derecho encuentra límites en el respeto a los derechos de los demás, en 
17 El  hecho de que el  agente estatal  actúe en ejercicio  de un deber legal no incide en la 
indemnización  que  merece  el  afectado.  Siempre  y  cuando  el  daño  sea  antijurídico,  el 
responsable frente al particular es el Estado, no el agente, y la sujeción o desconocimiento de la 
conducta  del  último  al  deber  legal  establecido  no  modifica  en  nada  el  derecho  a  ser 
indemnizado.
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la razonable protección de intereses públicos definidos por el legislador y 
en el cumplimiento de deberes cuyo alcance preciso también debe ser 
establecido por el legislador18. 
 Sentencias 125 de la Corte Suprema de Justicia, de 19 de octubre 
de  1994,  Sala  de  Casación  Civil.  Ref.  Exp.  3972  (M.P.:  Carlos 
Esteban Jaramillo Schloss).  Abuso del derecho. Delito. Cuasidelito. 
Obligación  extracontractual.  Contratos.  Dolo.  Culpa.  Entidad  de 
crédito. Protección al consumidor. Perjuicio-Legitimación.
 Sentencia de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia de 04 
de noviembre de 2009,  Ref.: Exp. 11001 3103 024 1998 4175 01 
(M.P.: Pedro Octavio Munar Cadena). Actor: Productora de Cápsulas 
de Gelatina S.A. Demandado: Interamericana Compañía de Seguros 
Generales  S.A.  (hoy  A.I.G.  Colombia  Seguros  Generales  S.A.).  El 
inusitado  incremento  de  la  producción  derivado  del  tránsito  de  la 
manufacturación artesanal a la industrial trajo consigo la necesidad de 
ofrecer, con la mayor eficacia y al menor costo posible, los bienes y 
servicios producidos, de manera que la distribución a grandes escalas 
impuso la negociación en masa y la contratación ajustada mediante la 
adhesión a estipulaciones predispuestas.
 Sentencia de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, de 14 
de diciembre de 2011, Ref.: C-1100131030142001-01489-01 (M.P.: 
Jaime Alberto Arrubla  Paucar).  Actor:  Jorge Saffón Salazar, Nora 
Lucía Sanín Posada y Constructora Safinsa Limitada, en liquidación. 
Demandado: Bancafé S.A. Los bancos y el sector financiero ejercen 
una  posición  dominante  en  las  operaciones  activas  y  pasivas  que 
realizan con los usuarios de sus servicios, la cual se concreta en la 
hegemonía  que  pueden  ejercer  para  imponer  el  contenido  del 
18 La posibilidad de limitar mediante una regulación legislativa el derecho a la reparación de los 
daños ocasionados por el delito cumple varias finalidades legítimas.
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contrato, en la determinación unilateral  de su configuración y en la 
posterior administración de su ejecución. De allí  no puede seguirse 
que la entidad bancaria, prevalida de su posición fuerte en el contrato, 
no haga honor a la confianza que en ella deposita el usuario y abuse 
de la posición de privilegio en la convención.
 Sentencia de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, de 29 
de junio de 2007, Ref.: Exp. N°11001-31-03-009-1998-04690-01. La 
Ley  45  de  1990  procuró  estar  a  tono  con  las  nuevas  realidades 
sociales y económicas de la vida moderna,  caracterizadas en gran 
medida por un estado de cosas generador de situaciones de riesgo 
potencial para los asociados, y por tanto de nuevas circunstancias que 
comprometen la  responsabilidad civil.  Por  tal  motivo,  consagró que 
esa  clase  de  seguro  tiene  como  propósito  el  “resarcimiento  de  la 
víctima”,  que  se  constituye  por  tanto  en  beneficiario  de  la 
indemnización.
11. DISEÑO METODOLÓGICO
Esta investigación es de tipo descriptivo, ya que recogemos datos sobre la 
base de una hipótesis y exponemos o resumimos la información de manera 
cuidadosa  para  luego  analizar  los  resultados  y  extraer  generalizaciones 
significativas, presentando así una interpretación correcta que contribuya a 
crear  valor  agregado  en  el  conocimiento  del  derecho  comercial,  y 
especialmente  en  cuanto  a  las  normas  encaminadas  a  la  protección  del 
consumidor financiero. La fuente de esta investigación es secundaria, ya que 
la  información  que  hemos  recogido  es  proporcionada  del  estudio  de  la 
jurisprudencia y de la normatividad jurídica vigente.
CONCLUSIONES
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 Los contratos de seguros no son absolutamente consensuales y están 
sujetos a una regulación exhaustiva y a una vigilancia por parte de la 
Superintendencia Financiera, que no ha sido derogada, sino que por 
el contrario fue fortalecida e intensificada con la expedición de la Ley 
1328 de 2009, y en general por el Estatuto del Consumidor.
 El contrato de seguro de responsabilidad civil,  al ser un contrato de 
adhesión  o  con  cláusulas  predispuestas, debe  ser  vigilado  por  la 
Superintendencia Financiera mediante el estudio de los formatos de 
contrato en internet para impedir  abusos con la exclusión del  daño 
moral, por cuanto este es un derecho de la víctima.
 La intervención sobre la actividad aseguradora y sobre los contratos 
de seguros es más intensa que la que de ordinario opera sobre los 
negocios  entre  particulares,  por  lo  tanto  el  Estado,  mediante  la 
Superintendencia Financiera,  debe cumplir  un rol  más proactivo  en 
defensa del consumidor financiero, exigiendo de las aseguradoras una 
explicación previa de las razones específicas para la exclusión de la 
indemnización  del  daño  moral  en  el  contrato  de  seguro  de 
responsabilidad, por las consecuencias económicas y sociales que se 




 Que  la  Superintendencia  Financiera  obligue  a  las  aseguradoras  a 
satisfacer  cabalmente  el  deber  de  información  con  los  clientes  y 
consumidores financieros. 
 Que se informe adecuadamente a los consumidores financieros sobre 
las  consecuencias  patrimoniales  que  para  los  asegurados  tiene  la 
exclusión  del  daño  moral,  por  cuanto  es  un  perjuicio  que  debe 
satisfacer el causante del daño. 
 Establecer  que  el  daño  moral  tiene  que  ser  resarcido  por  las 
aseguradoras, eso sí, sobre la base de establecer primas adecuadas 
para  las  respectivas  pólizas  de  responsabilidad  civil,  dado  que  el 
carácter indemnizatorio del contrato de seguro de daños (C. de Co., 
art. 1088) ni la cuantía máxima de la indemnización (C. de Co., art. 
1089),  constituyen  argumentos  suficientes  para  desproteger  a  las 
víctimas cuyo daño moral deba ser resarcido, el cual es de carácter 
patrimonial (pero de índole inmaterial), y por lo mismo hace parte del 
objeto del contrato de seguro de responsabilidad, según las voces del 
artículo 1127 del Código de Comercio. 
TALENTO HUMANO, RECURSOS TÉCNICOS Y FINANCIEROS
TALENTO HUMANO (INVESTIGADORES)
 LUZ ADRIANA GALLEGO BRITTO.
 JUAN CARLOS HINCAPIÉ MEJÍA.
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RECURSOS TÉCNICOS
 Computador Portátil COMPAQ 515.
 Computador portátil Hewelt Packard.
 Memoria USB Kingston de 2GB.






Tenemos un  recurso  financiero  estimado  en  Quinientos  mil  pesos  M/cte. 
($500.000), los cuales incluyen pago de revisión de normas APA, pago de 
impresión del documento y empastada del mismo.
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